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Guatemala, 04 de mayo del 2017 

 

 

 

Señor Pablo Saavedra Alessandri 

Secretario 

Corte Interamericana de Derechos Humanos 

San José Costa Rica 

 

 

Estimado Señor Secretario: 

 

En atención a su invitación de fecha 22 de noviembre 2016  Ref. CDH-OC-25/205, 

dirigida a mi persona en mi calidad de Representante de la oficina Regional para 

Centroamérica y México de Consejería en Proyectos (PCS-CAMEX), hemos 

elaborado un documento Amicus Curiae en relación con la consulta presentada 

por el ilustrado Estado del Ecuador sobre “La institución del asilo en sus diversas 

formas y la legalidad de su reconocimiento como derecho humano de todas la 

personas conforme al principio de igualdad y no discriminación”. El cual 

agradecemos que por su medio sea puesto en conocimiento de los honorables 

señores jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

 

Consejería en Proyecto para Refugiados Latinoamericanos-PCS decidió cerrar 

operaciones el 31 de diciembre 2016 e inicio su proceso de liquidación legal, ante 

lo cual constituimos una nueva Organización No Gubernamental llamada 

Consejería Camex Oxlajuj Ix ONG, quienes junto con la Misión Internacional de 

Verificación dimos continuidad a la preparación del documento Amicus Curiae 

que adjunto ahora les presentamos. 

 

Para recibir comunicaciones que se puedan derivar de nuestra opinión escrita 

agradecemos dirigirse a: Mayra Alarcón Alba, Directora Ejecutiva, Consejería 

Camex Oxlajuj Ix,    

 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

   

Mayra Alarcón Alba 

Directora Ejecutiva 

Consejería Camex  

Oxlajuj Ix 
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1. PRESENTACION 

En ágosto de 2016 el Estádo del Ecuádor presento  en lá Secretárí á de lá Corte Interámericáná de 

Derechos Humános (Corte IDH) uná solicitud de opinio n consultivá sobre “la institución del asilo en 

sus diversas formas y la legalidad de su reconocimiento como derecho humano de todas las personas 

conforme al principio de igualdad y no discriminación”.   

En noviembre de 2016 lá Corte-IDH invito  á lá Oficiná Regionál párá Centroáme ricá y Me xico de 

Consejerí á en Proyectos párá Refugiádos Látinoámericános -Project Counselling Service (PCS), á 

presentár uná opinio n consultivá en relácio n con lá solicitud hechá por el Estádo del Ecuádor.  

El Consejo Directivo de PCS decidio  cerrár operáciones el 31 de diciembre 2016 e inicio su proceso 

de liquidácio n legál, ánte lo cuál constituimos uná nuevá Orgánizácio n No Gubernámentál 

Consejerí á Cámex Oxlájuj Ix, quienes junto con lá Misio n Internácionál de Verificácio n dimos 

continuidád á lá prepárácio n del documento Amicus Curiáe que áhorá presentámos. 

Lá Misio n Internácionál de Verificácio n (MIV) há unido desde el án o 2015 hástá lá fechá á váriás 

orgánizáciones de sociedád civil y de Iglesiá de Centroáme ricá, Me xico y Estádos Unidos: ál Centro 

Presente de Boston en Representácio n de Aliánzá Ame ricás; lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá 

Conferenciá Episcopál de Guátemálá; lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá Conferenciá Episcopál 

de Hondurás; Scálábriniánás Misio n con Migrántes y Refugiádos de Me xico; y Consejerí á CAMEX.  

Duránte estos án os, lá MIV há llevádo á cábo ágendás de incidenciá á nivel regionál e internácionál 

ánte orgánismos internácionáles de Náciones Unidás como el ACNUR, lá Orgánizácio n Internácionál 

párá lás Migráciones (OIM), el Comite  de Trábájádores Migrántes del Consejo de Derechos Humános 

de lá ONU, lá Federácio n Internácionál de lá Cruz Rojá (FICR); y en el márco del sistemá 

interámericáno ánte lá Relátorí á sobre los Derechos de los Migrántes de lá Comisio n Interámericáná 

de Derechos Humános (CIDH).  De iguál mánerá lá Misio n Internácionál de Verificácio n há reálizádo 

duránte este tiempo ácciones de incidenciá ánte instituciones gubernámentáles y representántes 

polí ticos de Estádos Unidos, Me xico, Guátemálá y Hondurás, con el fin de insistir en lá obligácio n de 

los Estádos de respetár y gárántizár el derecho á lá proteccio n internácionál, el ásilo y refugio párá 

lás personás desplázádás, refugiádás y migrántes que tránsitán los distintos páí ses de lá regio n.     

Por lá importánciá del temá, desde Consejerí á Cámex Oxlájuj Ix, eláborámos está opinio n consultivá 

de mánerá colectivá junto con otros áctores relevántes que á nivel regionál hemos construido 

áliánzás estráte gicás en el márco de lá Misio n Internácionál de Verificácio n -puestá en márchá desde 

PCS-CAMEX en el án o 2015, como un proceso de incidenciá á fávor del derecho á lá proteccio n 

internácionál párá lás personás migrántes, desplázádás y refugiádás que tránsitán el corredor 

migrátorio que átráviesá Centroáme ricá y Me xico con destino á Estádos Unidos. 
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Consejerí á CAMEX y lá Misio n Internácionál de Verificácio n MIV recogimos el llámádo de lá Corte-

IDH párá coláborár con lá presente Opinio n Consultivá sobre el derecho ál ásilo como un derecho 

humáno, en un momento cruciál en el que existe uná crisis de refugio y proteccio n internácionál en 

lá regio n, provocádá por lá violenciá imperánte en los páí ses del Triá ngulo Norte de Centroáme ricá. 

Así  pues, el ábordáje que presentámos de lá institucio n del ásilo há sido hecho desde el trábájo que 

se reálizá desde lás entidádes que formán párte de lá MIV en lá defensá y proteccio n de los derechos 

humános de lás personás migrántes y refugiádás.  

Se ánálizo  lá solicitud de Opinio n Consultivá del Estádo del Ecuádor y fueron seleccionádás tres de 

lás preguntás formuládás en lá mismá, lás preguntás A, B y D. En torno á ellás, se há construido el 

presente documento que se completá con unás conclusiones y peticiones de lá MIV á lá Corte-IDH.  

Lás personás integrántes de lá Misio n Internácionál de Verificácio n y de Consejerí á CAMEX que 

hemos párticipádo en lá eláborácio n de lá presente opinio n consultivá somos: 

Patricia Montes. Miembro de lá Juntá Directivá de Aliánzá Ame ricás y Directorá Ejecutivá del 

Centro Presente, orgánizácio n defensorá de los derechos humános de personás inmigrántes y 

refugiádás en Boston, Estádos Unidos. 

Hermana Leticia Gutiérrez. Directorá Generál de Scálábriniánás Misio n con Migrántes y 

Refugiádos, en Ciudád de Me xico.  

Padre Juan Luis Carbajal. Secretário Ejecutivo de lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá 

Conferenciá Episcopál de Guátemálá. 

Hermana Lidia Mara Silva de Souza. Coordinádorá Nácionál de lá Pástorál de Movilidád Humáná 

de lá Conferenciá Episcopál de Hondurás.  

Mayra Alarcón Alba. Directorá Ejecutivá de CONSEJERIA CAMEX Oxlájuj Ix. Fue Representánte 

Regionál párá Centroáme ricá y Me xico de Consejerí á en Proyectos PCS y tuvo á su cárgo lá 

conduccio n estráte gicá de lá Misio n Internácionál de Verificácio n MIV.   

Sergio Blanco Herrero. Oficiál de Incidenciá de PCS y de Consejerí á CAMEX Oxlájuj Ix, y Punto 

Focál de lá Misio n Internácionál de Verificácio n MIV.  

Agrádecemos á Anabella Sibrian, Representánte de Plátáformá Internácionál contrá lá Impunidád, 

por sus áportes en lá construccio n metodolo gicá del Amicus; á Tania Agosti Pinilla, de lá Oficiná 

del Alto Comisionádo de lás Náciones párá los Derechos Humános en Hondurás; á Helena Olea-

Rodríguez, ábogádá Senior Policy Advisor en Aliánzá Ame ricás; y á Elena López Hernández, 

Abogádá del Centro Pástorál de Derechos Humános del SMR, Scálábriniánás Misio n con Migrántes 

y Refugiádos de Ciudád de Me xico, por sus áportes jurí dicos en lá construccio n y revisio n finál del 

presente documento. 
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2. PREGUNTAS DEL ESTADO DE ECUADOR 

2.1 PREGUNTA A 

Lá preguntá A del Estádo de Ecuádor formuládá en su Solicitud de Opinio n Consultivá ánte lá Corte 

Interámericáná de Derechos Humános, fue lá siguiente:  

¿Cabe que un estado, grupo o individuo realice actos o adopte una conducta que, en la práctica, 
signifique el desconocimiento de las disposiciones establecidas en los instrumentos de derechos 
humanos de manera que se atribuya a los artículos 22.7 de la convención americana y xxvii de la 
declaración americana, un contenido restringido en cuanto a la forma o modalidad del asilo, y cuáles 
consecuencias jurídicas deberían producirse sobre los derechos humanos y libertades fundamentales 
de la persona afectada por dicha interpretación regresiva? 

El flujo migrátorio mixto que tránsitá por el corredor que átráviesá Centroáme ricá y Me xico con lá 

intencio n principál de llegár á los Estádos Unidos, está  compuesto de personás que por diversás 

cáusás, se ven obligádás á desplázárse y sálir de sus páí ses de origen, principálmente del Triá ngulo 

Norte de Centroáme ricá y támbie n de otrás regiones y continentes.1  

Este flujo migrátorio mixto se cárácterizá por ser un movimiento de poblácio n complejo que 

comprende diferentes perfiles de personás: migrántes econo micos, refugiádos, solicitántes de ásilo, 

personás sujetás á proteccio n complementáriá, ví ctimás de trátá de personás, ví ctimás de trá fico de 

personás, nin os, nin ás o ádolescentes no ácompán ádos o sepárádos de sus fámiliás, ápá tridás y 

otrás personás con necesidádes de proteccio n. Este flujo migrátorio mixto está  cárácterizádo por 

movimientos irreguláres en los que con frecuenciá háy migrácio n de trá nsito, con personás que 

viáján sin lá documentácio n necesáriá y que sálen de sus páí ses de origen por diferentes cáusás 

(exclusio n econo micá, mu ltiples formás de violenciá, fáltá de trábájo y grándes brechás sáláriáles 

con los páí ses de destino, fáltá de oportunidádes en educácio n y fáltá de ácceso á lá sálud), 

átrávesándo fronterás llegán á su destino sin lá áutorizácio n migrátoriá requeridá.2  

Puede ocurrir que en el proceso migrátorio lás personás migrántes llegán á ser personás ví ctimás 

de álgu n delito, yá que lás rutás migrátoriás hán sido identificádás, controládás y cooptádás por 

grupos del crimen orgánizádo que robán, secuestrán y ásesinán á personás en movilidád. Támbie n 

se hán presentádo cásos de reclutámiento forzoso por párte de estos grupos, ásí  como cásos de 

Trátá de personás con fines de explotácio n láborál, sexuál y el trá fico ilí cito de migrántes.  

                                                                    
1 El flujo migrátorio mixto támbie n lo componen personás provenientes de Sudáme ricá y el Cáribe, extrá-
regionáles, y de otros continentes como A fricá y Asiá, denominádos como extrá-continentáles.  
2 Orgánizácio n Internácionál párá lás Migráciones (OIM), Migración irregular y flujos migratorios mixtos: 
enfoque de la OIM, Octubre 2009, pá g. 1. 
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Así  pues, los flujos migrátorios mixtos, como párte de lá movilidád humáná, está n compuestos por 

uná diversidád de perfiles de personás que no siempre encáján con lás formás en lá que los Estádos 

dán respuestá á los mismos o quedán definidos en sus legisláciones migrátoriás.3 

Un denominádor comu n párá lás personás que conformán este flujo migrátorio mixto es su 

situácio n de vulnerábilidád y necesidád de proteccio n internácionál, ágrávádá cuándo se presentán 

distintos supuestos de discriminácio n combinádos que generán lá discriminácio n inter-seccionál. 

Este es el cáso, por ejemplo, de mujeres, nin os, nin ás, ádolescentes, personás de lá tercerá edád, o 

personás indí genás migrántes. En estos cásos, lá condicio n migrátoriá como el fáctor principál por 

el cuál se les discriminá, se une á otros fáctores de discriminácio n y vulnerábilidád como pueden 

ser lá edád, el sexo, ge nero o lá identidád e tnicá. En relácio n á ello, en el corredor migrátorio álgunos 

Estádos desconocen sus obligáciones en cuánto á gárántizár lo estáblecido en los instrumentos 

jurí dicos del Sistemá Interámericáno que conságrán el derecho de ásilo, llevándo á cábo los 

funcionários conductás y prá cticás que restringen el ácceso ál mismo, párá personás refugiádás y 

posibles solicitántes de ásilo.   

El máyor exponente de estás conductás restrictivás de su obligácio n de gárántizár lá proteccio n 

internácionál son lás áctuáles polí ticás de control y contencio n del flujo migrátorio mixto en lá 

regio n, básádás en un enfoque de seguridád nácionál y de militárizácio n de los territorios 

fronterizos que no incorporán en sus operáciones los está ndáres internácionáles de derechos 

humános y que en lá prá cticá restringen de fácto el derecho ál ásilo y el ácceso ál mismo, párá 

personás que tránsitán lá rutá migrátoriá huyendo de lá violenciá que se vive en los páí ses del 

Triá ngulo Norte de Centroáme ricá, especiálmente en El Sálvádor y Hondurás. 

Uná de lás expresiones má s párádigmá ticás de lás polí ticás de contencio n es el llámádo Prográmá 

Fronterá Sur, como plán estráte gico ubicádo dentro del Plán Rector de lá Polí ticá de Seguridád 

Nácionál de Me xico del Prográmá párá lá Seguridád Nácionál 2014-2018, donde se estáblece como 

fundámentál lá consolidácio n de lá Estrátegiá Integrál de Atencio n á lá Fronterá Sur. El Prográmá 

Fronterá Sur fue hecho pu blico en julio de 2014 el cuál implemento  uná nuevá estrátegiá de 

seguridád en lá fránjá fronterizá entre Me xico y Guátemálá, que se tráduce en el estáblecimiento de 

un máyor control territoriál y de lás cárreterás háciá el interior de lá fronterá mexicáná por párte 

de lás distintás fuerzás de seguridád y el Eje rcito.4  

                                                                    
3 Comisio n Interámericáná de Derechos Humános, Derechos Humanos de los migrantes y otras personas en el 
contexto de la movilidad humana en México, diciembre 2013, pá rráfo 55.  
4 El Prográmá Fronterá Sur se hizo pu blico por el gobierno federál á tráve s del Decreto del 8 de julio de 2014, 
por el que se creo  lá Coordinácio n párá lá Atencio n Integrál de lá Migrácio n en lá Fronterá Sur y los Centros 
de Atencio n Integrál ál Trá nsito Fronterizo, lá cuál fue suprimidá como tál en septiembre de 2015, pásándo 
sus funciones sustántivás á otrás á reás de lá Secretárí á de Gobernácio n (SEGOB). Está secretárí á de estádo 
del poder ejecutivo federál tiene á su cárgo átender los ásuntos de polí ticá interior y coordinár lás ácciones 
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Ello se háce pátente con lá estrátegiá de los “cinturones de control”, llevádá á cábo mediánte retenes, 

fijos o mo viles y lás pátrullás de vigilánciá. En está funcio n párticipán lás Fuerzás Armádás, 

especiálmente lá Máriná, que lleván á cábo táreás de seguridád pu blicá e incluso de control y 

revisio n migrátoriá, á pesár de que los efectivos del Eje rcito y de lá Máriná no está n entrenádos, ni 

está n fácultádos ni áutorizádos párá hácer cumplir lá ley migrátoriá.5  

El objetivo principál de lá estrátegiá de seguridád del Prográmá Fronterá Sur es lá cápturá y 

devolucio n de lás personás migrántes y refugiádás en trá nsito por Me xico ántes de que lleguen á los 

Estádos Unidos, como principál páí s de destino. El enfoque del prográmá es fundámentálmente de 

seguridád, provocándo que estos flujos migrátorios mixtos se veán como uná ámenázá que debe ser 

controládá, en lugár de ásumir lá movilidád humáná como un feno meno sociál y humánitário que 

debe ser átendido en funcio n de sus necesidádes y reálidádes y como uná poblácio n vulneráble que 

debe ser protegidá por los instrumentos jurí dicos internácionáles de derechos humános.  

Está estrátegiá de control fronterizo se vá á intensificár y ámpliár á otros páí ses centroámericános. 

En enero del 2017 hubo uná visitá á lá fronterá sur de Me xico de los Jefes de los Comándos Sur y 

Norte del Eje rcito de los Estádos Unidos con áltos funcionários del gobierno mexicáno párá conocer 

de primerá máno los desáfí os que Me xico enfrentá en lá proteccio n de sus fronterás y mántener un 

encuentro párá discutir lá ágendá de seguridád en lá zoná y que entre los objetivos está  contener el 

flujo migrátorio de centroámericános, los dos má s áltos responsábles militáres de lá seguridád de 

Estádos Unidos viájáron támbie n á Guátemálá y Hondurás con lá intencio n de ábordár este temá.6   

Existe de fácto uná militárizácio n de lá zoná fronterizá entre Me xico y Guátemálá, hábiendo 

ásignádo un desempen o de lás Fuerzás Armádás en táreás de control migrátorio propiás de 

orgánismos ádministrátivos e instituciones civiles de seguridád, lo cuál conllevá gráves riesgos, en 

tánto que los militáres no poseen uná cápácitácio n especí ficá párá este tipo de funciones, con lo cuál 

                                                                    
de seguridád nácionál. De ácuerdo á lá Ley Orgá nicá de lá Administrácio n Pu blicá Federál en su Artí culo 27, 
en máteriá migrátoriá tiene lá funcio n de trámitár lo relátivo ál procedimiento ádministrátivo párá lá 
expulsio n de extránjeros del territorio nácionál. Lá SEGOB cuentá con lá Subsecretárí á de Poblácio n, 
Migrácio n y Asuntos Religiosos que es lá encárgádá de ejecutár lá polí ticá migrátoriá y de refugio á tráve s de 
lá Unidád de Polí ticá Migrátoriá y de los o rgános desconcentrádos ádscritos á dichá Subsecretárí á: el Instituto 
Nácionál de Migrácio n y lá Comisio n Mexicáná de Ayudá á Refugiádos. 
5 Lás entidádes estátáles que formán párte de está Estrátegiá Integrál de Atencio n á lá Fronterá Sur son lás 
que está n en lá fronterá sur: Cámpeche, Chiápás, Quintáná Roo y Tábásco.  
6 Segu n informá lá ágenciá de prensá Reuters, el pásádo 31 de enero funcionários de defensá de EEUU se 
reunieron con uná delegácio n del gobierno de Me xico en lá ciudád de Tápáchulá (sobre lá fronterá con 
Guátemálá) párá discutir iniciátivás de seguridád. En lá reunio n estuvieron Lori Robinson, jefá del Comándo 
Norte, y Kurt Tidd, jefe del Comándo Sur del Eje rcito de EEUU, ásí  como lá embájádorá de EEUU en Me xico,  
Robertá Jácobson. Por párte del gobierno mexicáno párticipo  Socorro Flores, Subsecretáriá párá Ame ricá 
Látiná y el Cáribe de lá Secretárí á de Reláciones Exteriores. Consultádo 16 de márzo 2017. 

Ver: http://mx.reuters.com/árticle/topNews/idMXL1N1FN02O  
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háy uná máyor posibilidád de que se cometán ábusos y violáciones á los derechos humános. Este 

problemá há sido destácádo por el Relátor Especiál de lá ONU sobre lá torturá y otros trátos o penás 

crueles, inhumános o degrádántes, quien recomendo  “[r]etirar definitivamente a las fuerzas 

militares de labores relacionadas con la seguridad pública y restringir su participación a operaciones 

de apoyo con supervisión de órganos judiciales civiles”.7  

Desde el inicio del Prográmá Fronterá Sur el nu mero de migrántes y refugiádos detenidos áumento  

consideráblemente. Como muestrá, entre julio de 2014 y junio de 2015 se detuvieron á 168,280 

personás migrántes y refugiádás; duránte el primer án o de vidá del Prográmá Fronterá Sur hubo un 

incremento del 73% de lás detenciones en territorio mexicáno respecto ál mismo perí odo del án o 

ánterior, cuándo entre julio de 2013 y junio de 2014, Me xico detuvo á 97,245 migrántes y 

refugiádos.8 A ráí z de lá puestá en márchá de este Prográmá, existe en Me xico uná tendenciá 

creciente de cápturás de lás personás que componen los flujos migrátorios mixtos: en el án o 2013 

fueron detenidás un totál de 80,700 personás; en 2014 el nu mero subio  á 119,626; en 2015 crecio  

hástá lás 171,828 y en el án o 2016 lás detenciones registrádás quedáron en 153,570 personás.9  

En el cáso de los Estádos Unidos, támbie n háy uná intensificácio n de lá polí ticá de control y 

contencio n del flujo migrátorio mixto. Uná de lás primerás medidás del nuevo presidente fue lá 

Orden Ejecutivá Border Security Inmigration Enforcement Improvements de 25 de enero de 2017. Lá 

Orden mánifiestá que “la seguridad en la frontera es de importancia crítica para la seguridad 

nacional de Estados Unidos. Los extranjeros que entran ilegalmente a Estados Unidos sin inspección o 

admisión representan una amenaza significativa para la seguridad nacional y pública. (…) El objetivo 

de esta orden es dirigir los departamentos ejecutivos y agencias para que desplieguen todos los medios 

legales para proteger la frontera sur del país, para prevenir la inmigración ilegal hacia Estados Unidos, 

y para repatriar a extranjeros ilegales de forma rápida, consistente y humana”.10   

                                                                    
7 Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Juan E. 
Méndez sobre su Misio n a México. Diciembre 2014, pá rráfo 83, recomendácio n A, pá giná 20.  
8 Informe de Wáshington Office on Látin Americá, WOLA, Un camino incierto. Justicia para los delitos y 
violaciones a los derechos humanos contra personas migrantes y refugiadas en México, Noviembre 2015. Pá g. 5. 
Ver: http://www.wolá.org/sites/defáult/files/Un%20cámino%20incierto_Nov2015.pdf  
9 En 2013 fueron detenidás 31,188 personás guátemáltecás; 14,610 sálvádoren ás; 34,110 honduren ás y 792 
nicárágu enses. En 2014 fueron detenidás 47,794 personás guátemáltecás; 23,131 sálvádoren ás; 47,521 
honduren ás y 1,180 nicárágu enses. En 2015 fueron detenidás 79,995 personás guátemáltecás; 33,727 
sálvádoren ás; 56,601 honduren ás y 1,505 nicárágu enses. En 2016 fueron detenidás 63,016 personás 
guátemáltecás; 34,265 sálvádoren ás; 54,950 honduren ás y 1,339 nicárágu enses. Fuente, Secretárí á de 
Gobernácio n de Me xico. Consultá reálizádá 2 de márzo de 2017.  

Ver: http://www.politicámigrátoriá.gob.mx/es_mx/SEGOB/Boletines_Estádisticos  
10 Executive Order: Border Security Inmigration Enforcement Improvements, de 25 de enero 2017, Seccio n 1 y 
8.  
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Este decreto presidenciál ordená támbie n lá ámpliácio n del muro fronterizo que yá existe entre 

Estádos Unidos y Me xico párá impedir lá llegádá de má s migrántes y refugiádos, ásí  como lá 

contrátácio n de 5 mil nuevos ágentes de lá Pátrullá Fronterizá.11 Dispone continuár con lá polí ticá 

de detencio n de lás personás migrántes y refugiádás que seán áprehendidás por ingresár de mánerá 

irregulár ál páí s, ásí  como lá construccio n de centros de detencio n en lá fronterá sur o cercá de ellá 

párá migrántes y refugiádos, y ásignár funcionários de ásilo á los centros de detencio n de 

inmigrántes, con el fin de que lleven á trá mite los procedimientos de ásilo y reálicen 

determináciones de temor fundádo.12  

Unido á lás polí ticás de contencio n del flujo migrátorio que áfectán ál ácceso ál derecho de ásilo, 

existen támbie n pátrones de conductá y prá cticás de ámbos Estádos que está n restringiendo y 

limitándo el ejercicio del derecho de ásilo. En el cáso de Me xico, áun cuándo su ley migrátoriá no 

considerá que estár en situácio n de irreguláridád seá un delito, lá áutoridád migrátoriá áplicá de 

fácto sánciones de náturálezá penál ál privár de libertád á lás personás migrántes y refugiádás que 

se encuentrán en situácio n irregulár.13 El problemá es que lá detencio n se prácticá como normá y 

no existen álternátivás párá lás necesidádes especí ficás que presentán lás personás que componen 

los flujos migrátorios mixtos, entre lás que se encuentrán nin os, nin ás, ádolescentes, mujeres 

embárázádás, personás refugiádás, solicitántes de ásilo, personás en necesidád de proteccio n 

internácionál, ví ctimás de trátá, ví ctimás de torturá y personás del grupo LGBTTI. Párá lá cási 

totálidád de lás personás migrántes y refugiádás centroámericánás detenidás en territorio 

mexicáno, el procedimiento ádministrátivo migrátorio terminá con uná orden de deportácio n o de 

retorno ásistido á sus páí ses de origen, ejecutádá por el Instituto Nácionál de Migrácio n (INM).  

                                                                    
11 Actuálmente unos 1,046 kilo metros de lá fronterá cuentán yá con uná serie de vállás, cercás y muros, de 
diferentes estructurás y álturás, pero lá intencio n es ámpliár el muro en unos 1,609 kilo metros.  

Ver: http://www.bbc.com/mundo/noticiás-internácionál-38761612  
12 Executive Order: Border Security Inmigration Enforcement Improvements, de 25 de enero, Seccio n 5.  
13 “En caso de encontrar personas extranjeras que no acrediten su regular estancia en México, el Instituto 
Nacional de Migración (INM) iniciará un procedimiento administrativo migratorio, el cual la persona deberá 
enfrentar desde los lugares destinados por el propio INM para esta finalidad, y cuyo nombre legal es Estaciones 
Migratorias y Estancias Provisionales. La duración de la detención de personas migrantes se establece por un 
plazo de 15 días hábiles, prorrogables a 60 o por tiempo indefinido en caso de interponer algún recurso judicial 
o administrativo. La naturaleza jurídica de la detención migratoria es una medida cautelar personal que busca 
asegurar la sujeción de la persona extranjera al procedimiento administrativo, y cuya consecuencia es la 
restricción de la libertad” (…) “La privación de la libertad realizada por el INM no está contemplada en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos por lo contrario, va en contra de lo que la misma carta 
magna establece”. Informe Derechos Cautivos. La situación de las personas migrantes y sujetas a protección 
internacional en los centros de detención migratoria: siete experiencias de monitoreo desde la sociedad civil, 
2015. Pá gs. 40 y 43. 

Ver: http://derechoscáutivos.sinfronterás.org.mx/recursos/DerechosCáutivos 2015.pdf  
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En Me xico se observá un pátro n de obstáculizácio n y árbitráriedád que limitá y restringe el derecho 

de ásilo, empeorádo por álgunás cárácterí sticás de lá propiá legislácio n mexicáná de refugio, yá que 

lás personás refugiádás que ingresán irregulármente so lo pueden presentár uná solicitud de ásilo 

dentro de los primeros 30 dí ás despue s de háber entrádo ál páí s. Unido á ello, se podrí á háblár de 

lá existenciá de uná polí ticá informál implementádá por el Estádo mexicáno que buscá desálentár á 

los refugiádos á ejercer su derecho ál ásilo: el primer impedimento que obstáculizá el ácceso á lá 

proteccio n internácionál sucede cuándo lás personás que son llevádás á lá estácio n migrátoriá no 

son informádás de lá posibilidád de solicitár ásilo en cáso reu nán lás condiciones que se los permite, 

o no se les fácilitá informácio n suficiente y ádecuádá sobre el procedimiento que deben seguir.  

Si uná personá en lá rutá migrátoriá solicitá ásilo son vários los mecánismos de hostigámiento párá 

impedir que lo hágá, o si lo háce párá que desistá del proceso. Otro obstá culo es que ál encontrárse 

los solicitántes de ásilo bájo detencio n en lás estáciones migrátoriás se les dificultá el ácceso á un 

ábogádo y á poder reunir los elementos probátorios que den cuentá de su condicio n de refugiádo. 

Esto se ve ágrávádo por fáctores econo micos, como lá cárenciá de recursos párá contrátár servicios 

de defensorí á o párá costeár los gástos que se deriven del proceso. Los ágentes de migrácio n no 

ofrecen orientácio n sobre co mo llenár el formulário de solicitud y no áutorizán á orgánizáciones de 

sociedád civil á que entren á los centros de detencio n párá brindár ápoyo á refugiádos, solicitántes 

de ásilo y migrántes. En el peor de los cásos, los oficiáles de migrácio n niegán el derecho de lá 

solicitud y reálizán inmediátámente el proceso de deportácio n. A los solicitántes de ásilo átendidos 

por el Instituto Nácionál de Migrácio n, se les mántiene bájo detencio n en lá estácio n migrátoriá el 

tiempo que demore el procedimiento de reconocimiento de lá condicio n de refugiádo.14 

Otro obstá culo que enfrentán de fácto lás personás refugiádás y solicitántes de ásilo es el 

desconocimiento y lá escásá publicidád de lás legisláciones nácionáles migrátoriás y de proteccio n 

internácionál, en este cáso lá legislácio n mexicáná. A estás bárrerás se sumán támbie n los trá mites 

burocrá ticos, tráducidos en lá exigenciá de requisitos ádicionáles; el poco tiempo del que muchás 

de estás personás disponen párá dár seguimiento á sus procedimientos legáles, sobre todo en los 

horários definidos institucionálmente párá ello; lá cárenciá de un domicilio estáble párá recibir 

notificáciones, ásí  como lá desconfiánzá en lás áutoridádes, áunádá ál temor de ser detenidás en 

uná estácio n migrátoriá, o bien á ser deportádás á sus páí ses de origen. Está situácio n propiciá que 

lás personás migrántes, desplázádás y refugiádás sujetás de proteccio n internácionál seán blánco 

de uná grán cántidád de ábusos y violáciones á sus derechos humános, que quedán impunes. 

                                                                    
14 De ácuerdo á lo que sen álá lá Comisio n Interámericáná de Derechos Humános (CIDH) en su informe 
Derechos Humanos de los migrantes y otras personas en el contexto de la movilidad humana en México, 
diciembre 2013. Pá rráfos 534, 535 y 536.  
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Párá ejemplificár está prá cticá de limitár el derecho de ásilo por párte del Estádo mexicáno, 

queremos mencionár el cáso de uná mujer honduren á que fue testigo de un homicidio cometido por 

miembros de lá márá MS13. Debido á ello, en julio de 2016 e stá mujer huyo  de Hondurás con sus 

tres hijos, de 3, 5 y 7 án os, llegándo á territorio mexicáno fue detenidá por ágentes del Instituto 

Nácionál de Migrácio n (INM) y fue llevádá á uná Estácio n Migrátoriá (centro de detencio n de 

migrántes). Lá mujer informo  á los ágentes de migrácio n que no podí á regresár á su páí s, porque 

estábá huyendo de lás márás y querí á solicitár ásilo párá ellá y su fámiliá ánte el Estádo mexicáno. 

Los ágentes del INM le dijeron que no solicitárá ásilo porque el trá mite tárdárí á mucho y muy 

posiblemente su solicitud ibá á ser denegádá.  

Lá situácio n de lá mujer y su fámiliá fue siempre de privácio n de libertád, áunque informárá que 

erán personás refugiádás y que querí án solicitár ásilo. Lás condiciones del centro de detencio n erán 

málás porque hábí á hácinámiento, fáltá de ácceso á servicios de sálud y álimentácio n, en ese mismo 

lugár se encontrábán otrás personás que hábí án solicitádo ásilo y estábán desánimádás porque 

tení án meses de estár detenidás en pe simás condiciones y sin ninguná respuestá sobre su solicitud. 

En táles circunstánciás, lá mujer decidio  no presentár su solicitud de ásilo y finálmente fue 

deportádá á Hondurás.15  

Está polí ticá informál de restringir y limitár el ejercicio del derecho de ásilo en Me xico se tráduce 

en lá existenciá de áltos porcentájes de solicitántes de ásilo que desisten y/o ábándonán los 

procedimientos de solicitud. Ello se puede ásociár principálmente á lá situácio n de lárgos perí odos 

de detencio n que enfrentán uná buená párte de los solicitántes, ásí  como á lás presiones que se 

ejercen contrá ellos, lá fáltá de informácio n sobre lá durácio n e indefinicio n de los plázos, entre otrás 

circunstánciás. De ácuerdo á ello, lás estádí sticás de lá Comisio n Mexicáná de Ayudá á Refugiádos 

indicán que párá el án o 2013 el 34.7% del totál de los solicitántes de ásilo ábándonáron o 

desistieron de sus solicitudes, en 2014 fue el 35.9%, en 2015 fueron el 29.9% de los solicitántes y 

en el án o 2016 el porcentáje se situo  en el 28.3%.16  

Prá cticámente uno de cádá tres solicitántes de ásilo en Me xico desiste o ábándoná el procedimiento 

de solicitud.  

                                                                    
15 Cáso documentádo por lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá Conferenciá Episcopál de Hondurás.  
16 Dátos extráí dos de lás estádí sticás de lá Comisio n Mexicáná de Ayudá á Refugiádos (COMAR). Consultá 
reálizádá 8 de márzo 2017.  

Ver:http://www.comár.gob.mx/work/models/COMAR/Resource/267/6/imáges/ESTADISTICAS_2013_A_04
-2016 áct.pdf  
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En el cáso de los Estádos Unidos, existen dos formás de ácceder ál derecho de ásilo: el Proceso de 

Asilo Afirmátivo y el Proceso de Asilo Defensivo.17 Lás personás que ingresán de mánerá irregulár 

pueden solicitár ásilo en el proceso áfirmátivo, siempre que no háyán sido áprendidás por lás 

áutoridádes en rázo n de su ingreso o permánenciá irregulár en el páí s. Debido á lás circunstánciás 

migrátoriás de lás personás refugiádás que ingresán de formá irregulár á su territorio, lá modálidád 

de ácceso ál derecho de ásilo es á tráve s de Proceso de Asilo Defensivo, que presentá uná serie de 

obstá culos procedimentáles que limitán y restringen su ejercicio, ásí  como su álcánce. El Proceso 

Defensivo es áquel en el cuál uná personá presentá lá solicitud de ásilo como uná defensá frente á 

lá posibilidád de ser deportádo á su páí s de origen, dentro del procedimiento de remocio n.  

Si ál ingresár de mánerá irregulár á los Estádos Unidos, uná personá extránjerá es detenidá por los 

ágentes del Customs ánd Border Protection (CBP) dentro de lás 100 millás ál interior de lá fronterá, 

se dárá  inicio inmediátámente ál proceso de expulsio n expeditá del páí s mediánte dos figurás: 

“expedited removál” o “reinstátement of removál”, si yá há sido deportádá previámente por los 

Estádos Unidos. Estos procesos de expulsio n son ácelerádos y ván en detrimento de lá identificácio n 

de solicitántes de ásilo y de lá gárántí á del principio de no devolucio n. Duránte los mismos no se 

informá ádecuádámente sobre el derecho á solicitár lá proteccio n internácionál e incluso se disuáde 

de ello en ocásiones mediánte ámenázás. Si lá personá expresá cierto temor e informá á los ágentes 

que su vidá corre peligro en cáso de retorno á su lugár de origen, se áctivá un proceso especiál de 

solicitud y quedá á discrecio n de los ágentes referirle párá uná eváluácio n ádicionál conocidá como 

“eváluácio n del temor creí ble”, reálizádá por el CBP o el Imnmigrátion ánd Customs Enforcement 

(ICE), que determinárá  si sus temores son fundádos y necesitárí á ácceder ál mecánismo de ásilo. 

En el cáso de pásár está primerá eváluácio n del temor creí ble, remitirí án á lá personá ál Servicio de 

Ciudádání á e Inmigrácio n de los Estádos Unidos -conocido como USCIS,18 quienes reálizárá n otrá 

entrevistá á lá personá párá determinár si su miedo podrí á cálificárle como solicitánte de ásilo o de 

otro tipo de proteccio n. En cáso de que los funcionários determinen que su temor es fundádo, se 

áutorizárí á á lá personá migránte á presentár ánte un juez de inmigrácio n uná solicitud de ásilo, lo 

que suspende su proceso de deportácio n mientrás el juez estudiá lá solicitud y resuelve sí  reconoce 

                                                                    
17 El proceso áfirmátivo es áquel en que lá personá extránjerá se dirige voluntáriámente á lás áutoridádes 
párá solicitár ásilo. El proceso áfirmátivo exige que lá personá se encuentre dentro del territorio de los EEUU. 
Lá personá puede háber ingresádo de mánerá regulár con álgu n tipo de visá (turismo, por estudio, trábájo, 
etc.) o puede háberlo hecho de mánerá irregulár. Es un requisito que se solicite ásilo duránte el periodo de un 
án o á pártir de su u ltimo ingreso á los EEUU, á menos que existán circunstánciás excepcionáles. En este 
procedimiento lá personá debe llenár el formulário de Solicitud de Asilo y Exencio n de Remocio n. El cáso será  
decidido por un Oficiál de Asilo. Si lá solicitud de ásilo no es probádá y lá personá no tiene uná visá vigente, o 
si lá personá decide ápelár lá decisio n de negárle el ásilo, el cáso es enviádo ánte un Juez de Inmigrácio n en lá 
Oficiná Ejecutivá párá lá Revisio n de cásos de Inmigrácio n (EOIR, siglás en ingle s). 
18 U.S. Citizenship ánd Immigrátion Services.  
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o no, lá condicio n de refugiádo u otro tipo de proteccio n. Lá decisio n del juez puede ser ápeládá ánte 

un tribunál del Executive Office of Immigrátion Review. El problemá de este Proceso de Asilo 

Defensivo está  en lá cántidád de filtros que deben pásár lás personás refugiádás hástá llegár á 

presentár lá solicitud de ásilo ánte un juez competente, lo que los dejá expuestos á un álto nivel de 

discrecionálidád de los funcionários de migrácio n y posteriormente del USCIS.  

Si uná personá refugiádá es detenidá en fronterá por lá pátrullá fronterizá, el CBP no cuentá con 

mecánismos de recepcio n e identificácio n de personás que se encuentrán en situácio n de peligro en 

cáso seán regresádos á su páí s de origen. Lá personá refugiádá que há sido áprehendidá está  en 

situácio n de detencio n mientrás durá todo el procedimiento. Es preocupánte que lás entrevistás que 

hácen lá CBP o el ICE no ofrecen lás debidás gárántí ás párá lás personás que necesiten solicitár ásilo. 

Todáví á ofrecen menos gárántí ás lás entrevistás hechás por el CBP cuándo detienen á los migrántes, 

porque son entrevistás cortás que se reálizán en estáciones de lá pátrullá en lá mismá fronterá. Los 

ágentes de migrácio n reálizán lás entrevistás en lugáres que no ofrecen confidenciálidád á lás 

personás que podrí án solicitár ásilo, lo que á menudo les inhibe de contár su testimonio. En lás 

entrevistás los ágentes de migrácio n muestrán ánte los solicitántes uná áctitud intimidánte y cási 

ámenázánte, lo que támbie n menoscábá lá confiánzá de lás personás á lá horá revelár sus temores. 

Lá entrevistá que reálizá el ICE párá hácer lá “eváluácio n del temor creí ble” durán unos 45 minutos 

y se lleván á cábo ál menos 48 horás despue s de que un migránte este  bájo custodiá del ICE. 

Otro elemento que há venido á limitár áu n má s el derecho de ásilo es el “Lesson Plán” de febrero de 

2014, es uná directriz á seguir por los funcionários de migrácio n que conllevá el áumento de lá cárgá 

de lá pruebá relátivá ál temor fundádo de persecucio n que lás personás refugiádás deben 

demostrár, párá que se les permitá ser reconocidás como solicitántes de ásilo.19 En el cáso de que 

uná solicitud de ásilo llegue á ser presentádá ánte un Juez de Inmigrácio n, lás probábilidádes de que 

lá personá seá reconocidá con lá condicio n de refugiádo son muy bájás, porque los jueces de 

migrácio n tienen dificultádes párá entender el contexto de violenciá generálizádá que se vive en los 

páí ses del Triá ngulo Norte de Centroáme ricá.  

A pesár de ser uná de lás regiones má s violentás del mundo, los funcionários estádounidenses no 

conocen ni reconocen á los grupos sociáles y á lás personás que son especiálmente perseguidás por 

lás márás, pándillás y grupos del crimen orgánizádo. Por ello, hábituálmente los jueces de los 

Estádos Unidos en sus resoluciones estimán que lás personás que huyen de El Sálvádor, Hondurás 

y Guátemálá lo hácen por cuestiones econo micás y de delincuenciá interná, que á su criterio no 

reu nen lás condiciones de persecucio n individuál que los cálificárí á párá ser declárádos como 

                                                                    
19  “Credible Feár,” Lesson Plán, Refugee, Asylum, ánd Internátionál Operátions Directoráte Officer Tráining; 
Asylum Division Officer Tráining Course, 28 de febrero 2014. Consultá reálizádá 17 márzo 2017.  

Ver: http://cmsny.org/wp-content/uploáds/credible-feár-of-persecution-ánd-torture.pdf  
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refugiádos. De está formá, lá solicitud no es reconocidá y se pondrá  de nuevo en márchá su proceso 

de deportácio n á su lugár de origen.20  

Lá doctriná de los Estádos Unidos como Estádo y lá visio n de sus jueces de inmigrácio n párá resolver 

lás solicitudes de ásilo de lás personás refugiádás centroámericánás que hán ingresádo de mánerá 

irregulár, es que estás personás solicitán ásilo párá frenár sus procesos de deportácio n del páí s. Lo 

cuál quedo  evidenciádo por lá Orden Ejecutivá dictádá por el presidente Trump en enero de 2017, 

que restringe el derecho de ásilo porque oficiálmente se dice que háy un ábuso del mismo y que se 

utilizán lás disposiciones sobre ásilo párá prevenir lá expulsio n legál de extránjeros que está n en 

procesos de deportácio n.21 Este tipo de medidás, restringen el álcánce y el fin protector del derecho 

de ásilo, yá que considerán que este derecho es un instrumento o recurso que empleán los migrántes 

detenidos por su situácio n migrátoriá irregulár párá frenár su expulsio n del páí s. Ello criminálizá á 

lás personás refugiádás, re victimizá ndolás y ponie ndolás en riesgo de ser devueltás á sus lugáres 

de origen, socávándo con ello el principio de no devolucio n.  

Iguálmente, háy que considerár como uná prá cticá o conductá restrictivá del derecho de ásilo lá 

decisio n presidenciál del gobierno de los Estádos Unidos de reducir lá cuotá ánuál de refugiádos de 

110 mil á 50 mil personás, ásociándo ádemá s está decisio n de reduccio n con lá proteccio n nácionál 

contrá lá llegádá de terroristás, tál y como lo háce dichá orden ejecutivá.22 Ello re-victimizá y 

discriminá á lás personás refugiádás, limitándo su ácceso ál derecho de ásilo y elevándo el nivel de 

discrecionálidád á lá horá de lá elegibilidád párá que seán declárádás como táles.    

Lá Administrácio n Obámá estáblecio  en noviembre de 2014 un prográmá de “procesámiento dentro 

del páí s”, (“in-country processing prográm,”) conocido como el Prográmá de Refugio Condicionál 

párá Menores Centroámericános (CAM), el cuál permití á á los pádres que residen con álgu n estátus 

legál en los Estádos Unidos, áuspiciár á sus hijos en situácio n de riesgo de violenciá párá buscár 

ásilo, solicitá ndolo á lá Embájádá de los Estádos Unidos en su páí s de origen. Este prográmá 

reconocí á que háy menores centroámericános en lá rutá migrátoriá que son desplázádos por lá 

violenciá y permití á á sus pádres residiendo en Estádos Unidos solicitár que se eváluárán sus 

solicitudes de ásilo sin que los menores tuvierán que recorrer lá rutá migrátoriá no ácompán ádos, 

                                                                    
20 Sobre ello cábe destácár que “el derecho estadounidense no se ha adaptado para reconocer las formas de 
persecución que vienen de actores no-estatales poderosos o que resultan de una combinación de factores políticos 
y económicos, a pesar del hecho que tales acciones son generadoras de la violencia y desplazamiento en países 
como Honduras”. Está es lá conclusio n de lá Conferenciá Jesuitá de EEUU en su informe Consideraciones para 
los Hondureños y Hondureñas en el Proceso de Asilo en EEUU: Legislación Relevante e Información sobre el País 
de Origen, 2014. Pá g. 8.  

Ver: http://jesuits.org/Assets/Publicátions/File/Hondurás ásilo reporte FINAL.pdf  
21 Executive Order: Border Security Inmigration Enforcement Improvements, de 25 de enero, Seccio n 11.  
22 Executive Order: Protecting the Nation from foreign terrorist entry into the United States. 27 enero 2017, 
Seccio n 5 D.   
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sin embárgo está prográmá há tenido un impácto limitádo por su pequen á escálá y por lá pocá 

informácio n brindádá sobre el mismo á lás personás en necesidád de proteccio n. En cuálquier cáso, 

lá Administrácio n Trump suspendio  los viájes de refugiádos que no háyán sido áutorizádos y lás 

decisiones sobre procesos de refugio duránte 120 dí ás mediánte uná Orden Ejecutivá dictádá el 6 

de márzo de 2017 que incluyo  ál prográmá CAM con lo cuál el mismo se encuentrá suspendido.23    

A pesár de lá situácio n de violenciá generálizádá que existente en los páí ses del Triá ngulo Norte, los 

ciudádános de El Sálvádor, Guátemálá y Hondurás enfrentán sistemá ticámente obstá culos y 

dificultádes párá convencer á lás áutoridádes migrátoriás y de control fronterizo de que su solicitud 

de ásilo, o de proteccio n contrá lá deportácio n, tendrí á uná probábilidád rázonáble de ser áceptádá 

en un tribunál, un primer páso párá iniciár el proceso judiciál párá ácceder ál derecho de ásilo.24  

El gobierno de los Estádos Unidos támbie n está  áplicándo restricciones ál ácceso ál derecho de ásilo 

en lá medidá que los ádultos y los nin os no ácompán ádos centroámericános que son detenidos en 

lá fronterá con Me xico pueden ser deportádos por medio de procedimientos de deportácio n 

expeditá, los cuáles no contemplán siquierá lá compárecenciá ánte un juez de inmigrácio n.  

En lineámiento con lo ánterior, uno de los grándes obstá culos ál debido proceso párá nin os, nin ás y 

ádolescentes no ácompán ádos que llegán de formá irregulár á los Estádos Unidos y entrán dentro 

de un proceso de deportácio n es que no tienen ácceso á un ábogádo de oficio. Aunque existen grupos 

de ábogádos que ofrecen ásesorámiento jurí dico pro bono á los migrántes y refugiádos, miles de 

Nin os, Nin ás y Adolescentes migrántes no ácompán ádos se ven obligádos á hácer frente por su 

cuentá á lás complejidádes de lá ley de inmigrácio n.  

Todos áquellos que no disponen de un ábogádo –en torno ál 40%– tienen má s posibilidádes de ser 

deportádos que quienes sí  disponen de representácio n jurí dicá. Se podrí á estimár que lá proporcio n 

es lá siguiente: se ordená lá deportácio n de un 40% de los NNA que no disponen de representácio n 

legál, en compárácio n con el 3% de quienes sí  lá tienen.25 Lá fáltá de ácceso á lá representácio n 

jurí dicá párá estos NNA limitá el ácceso ál derecho de ásilo, yá que lá figurá del ábogádo brindá 

gárántí ás y ápoyo fundámentál párá conocer los derechos que ellos tienen en los procesos de 

deportácio n y les brindá támbie n el ásesorámiento jurí dico necesário párá conocer el derecho de 

ásilo y como ejercerlo ánte lás áutoridádes de migrácio n y ánte uná corte de justiciá.    

Lá consecuenciá de este enfoque de control migrátorio fronterizo conduce támbie n á lá fáltá de 

gárántí ás procesáles y á lá obstáculizácio n del ácceso ál derecho de ásilo, priorizándo lás 

                                                                    
23 Executive Order: Protecting the nation from foreign terrorist entry into the United States. 6 de márzo 2017.      
24 De ácuerdo á lo que ádvierte UNICEF en su informe Sueños rotos: El peligroso viaje de los niños 
centroamericanos a los Estados Unidos. Agosto 2016. Pá g. 8.  
25 Ibí d. Pá g. 9.  
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deportáciones y no átendiendo de mánerá diferenciádá á lás personás que componen el flujo 

migrátorio mixto, entre ellás refugiádás o nin os, nin ás y ádolescentes (NNA), fámiliás, etc. De está 

formá, en el án o 2015 má s de 75 mil personás procedentes del Triá ngulo Norte fueron deportádás 

desde EEUU. Párá álgunos menores, lá deportácio n les vuelve á poner en riesgo de muerte, yá que 

cuálquier personá que háyá huido de uná pándillá o de otrás orgánizáciones crimináles corre un 

álto riesgo de ser átácádá, violádá o ásesinádá ál volver á cásá.26  

A modo de ejemplos concretos de co mo los Estádos Unidos restringen y limitán el derecho de ásilo, 

se presentán los siguientes dos cásos.27 El primero es el de un ágente de policí á honduren o que en 

julio de 2016 intervino en váriás operáciones de lá fuerzá pu blicá contrá márás y pándillás, fue 

identificádo por estos grupos, que sábí án do nde viví á e l y su fámiliá. Está personá sobrevivio  á un 

átentádo contrá su vidá y decidio  huir del páí s y buscár refugio en los Estádos Unidos, donde logro  

entrár de formá irregulár y solicitár ásilo. Su procedimiento de refugio se resolvio  de mánerá 

positivá, pero el juez de inmigrácio n le impuso uná multá de 12 mil do láres por háber violádo lá ley 

migrátoriá. Finálmente, lá personá renuncio  á su condicio n de refugiádo, porque no podí á págár lá 

multá y ál no poder regresár á su páí s decidio  ir á Costá Ricá párá solicitár ásilo en ese páí s.  

El segundo cáso es el de uná mujer que sálio  de Hondurás huyendo de lá márá que operábá en su 

coloniá, porque lá querí án reclutár como “novia comunitaria”, párá forzárlá á mántener reláciones 

sexuáles con los miembros de lá pándillá. Ingreso  de formá irregulár á los Estádos Unidos y se 

entrego  á los ágentes de migrácio n. Les informo  de su temor fundádo y lá ámenázá de violenciá 

sexuál que pesábá sobre ellá por párte de lá márá. Fue mántenidá en situácio n de detencio n junto 

con otrás personás migrántes y vários dí ás despue s un oficiál de migrácio n le indico  que debí á llenár 

unos pápeles que estábán en ingle s, lá mujer le informo  ál ágente de migrácio n que no entendí á lás 

preguntás que se le hácí án, sin embárgo el funcionário no le fácilito  lá tráduccio n.  

Despue s de váriás semánás de permánecer detenidá, otro ágente de migrácio n le entrego  otro pápel 

á está mismá mujer obligá ndolá á que lo firmárá párá que fuerá deportádá, porque no le ibán 

reconocer lá condicio n de refugiádá. Lá mujer pregunto  por que  y el oficiál de migrácio n le mostro  

un perio dico donde ápárecí á lá Primerá Dámá de Hondurás diciendo que el páí s hábí á cámbiádo y 

que yá erá un lugár seguro y con buenás condiciones párá los ciudádános. Lá mujer no querí á firmár 

el documento de áceptácio n de lá deportácio n pero el ágente de migrácio n le dijo que si no lo 

firmábá erá peor párá ellá, porque iguál no le ibán conceder el refugio, ni ibán á regulárizár su 

estátus migrátorio, con lo cuál lá mántendrí án en situácio n de detencio n por tiempo indefinido. 

Finálmente, lá mujer fue deportádá á Hondurás á inicios de 2016.  

                                                                    
26 Ibí d. Pá g. 8.  
27 Cásos documentádos por lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá Conferenciá Episcopál de Hondurás.   
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Atendiendo á los elementos de lá presente reálidád y en respuestá á lá preguntá formuládá por el 

Estádo de Ecuádor, serí á ádecuádo mencionár lá opinio n de lá Unidád Legál Regionál de lá Oficiná 

párá lás Ame ricás del Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Refugiádos ACNUR, lá cuál 

expresá su preocupácio n por el hecho de que en álgunos Estádos de lá regio n, lás polí ticás de ásilo 

está n siendo subsumidás por lás polí ticás migrátoriás y no como párte de lás polí ticás de proteccio n 

internácionál párá los refugiádos, lo cuál pone de mánifiesto el nexo que los Estádos está n háciendo 

entre migrácio n y ásilo, en un contexto en el cuál lás polí ticás restrictivás y los crecientes controles 

migrátorios párá lá deportácio n, áfectán lás polí ticás de ásilo y lá proteccio n internácionál de los 

refugiádos.28 Lá cuestio n má s relevánte es que todás estás polí ticás, conductás y prá cticás de los 

Estádos yá mencionádás, no tienen cábidá en los instrumentos jurí dicos internácionáles de 

proteccio n de los derechos humános, yá que menoscábán el álcánce y fin del derecho de ásilo.   

Dádo que un Estádo no puede reálizár áctos que desconozcán lás convenciones internácionáles que 

protegen á lás personás de lá detencio n árbitráriá y en este cáso lás personás refugiádás, solicitántes 

de ásilo y/o en proceso de reconocimiento de su condicio n de refugiádo. Lás prá cticás y conductás 

de los Estádos ánálizádás ánteriormente, restringen el derecho de ásilo y vulnerán el ártí culo 31.2 

de lá Convencio n de 1951. Lá doctriná sen álá que los refugiádos y solicitántes de ásilo no deben ser 

detenidos con báse en sus orí genes nácionáles, e tnicos, ráciáles o religiosos, o párá fines de 

disuásio n. Lá detencio n de refugiádos y solicitántes de ásilo debe ser uná medidá excepcionál.29  

Un Estádo no puede desconocer lá prohibicio n de lá detencio n árbitráriá que está  conságrádá en el 

ártí culo 9 de lá Declárácio n Universál de los Derechos Humános, ártí culo 9 del Pácto Internácionál 

de Derechos Civiles y Polí ticos y en el ártí culo 37 de Convencio n sobre los Derechos del Nin o. Los 

Estádos no les pueden mántener bájo detencio n, encárcelár o imponer multás. Lá doctriná es clárá: 

“Cuando un Estado deja el cumplimiento con sus obligaciones internacionales dentro del campo de la 

discreción ejecutiva, políticas y práctica inconsistentes con esas obligaciones implican la 

responsabilidad internacional del Estado. La política de procesar o de sancionar de otra manera a los 

inmigrantes ilegales, quienes están presentes ilegalmente, o quienes usan documentación de viaje 

falsa, sin tomar en cuenta las circunstancias de la huida en los casos individuales, y la negativa a 

                                                                    
28 Murillo, J.C., Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Refugiádos (ACNUR), Unidád Legál Regionál 
de lá Oficiná párá lás Ame ricás de ACNUR, Los flujos migratorios mixtos y la protección internacional de 
refugiados en las Américas: avances y buenas prácticas. Documento presentádo ánte lá Comisio n de Asuntos 
Jurí dicos y Polí ticos de lá OEA el 10 de márzo de 2006, pá g. 1.  
29 Resumen de conclusiones: el ártí culo 31 de lá Convencio n de 1951 sobre el Estátuto de los Refugiádos, mesá 
redondá de expertos, Ginebrá, noviembre de 2001 en E. Feller, V. Tu rk y F. Nicholson (editores) Proteccio n de 
los refugiádos en el derecho internácionál: Consultás globáles de ACNUR sobre proteccio n internácionál, 
Cámbridge University Press, Cámbridge, 2001, pá g. 282.  
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considerar los méritos de su solicitud, equivalen a una violación de las obligaciones de un Estado 

dentro del derecho internacional”.30 

Lás consecuenciás jurí dicás que se desprenden de todo ello, es que lá personá refugiádá ve áfectádos 

y menoscábádos sus derechos humános y libertádes fundámentáles. Por lo que, en cáso de que un 

Estádo emprendá ácciones que restrinján su derecho ál ásilo -por ejemplo por lá ámenázá o 

consumácio n de lá detencio n árbitráriá, se deberí á ápelár ál Pácto Internácionál de Derechos Civiles 

y Polí ticos que en su numeráles 9.4 y 9.5,31 le brindán el derecho á recurrir ánte un tribunál 

competente y á lá repárácio n de sus derechos y libertádes fundámentáles menoscábádás.     

El ártí culo 33.1 de lá Convencio n sobre el Estátuto de los Refugiádos, estáblece que el principio de 

no devolucio n no se áplicá so lo á lás personás yá reconocidás con lá condicio n de refugiádás, sino 

támbie n protege á los solicitántes del reconocimiento de dichá condicio n. Por lo que los Estádos no 

pueden por deportácio n, expulsio n o devolucio n, poner en riesgo á un refugiádo en lás fronterás de 

territorios donde su vidá o su libertád peligre por cáusá de su rázá, religio n, nácionálidád, 

pertenenciá á un grupo sociál o de sus opiniones polí ticás; ásimismo, está reglá se áplicá áun cuándo 

el refugiádo entre de formá irregulár ál páí s de ácogidá,32 o cuándo está  en proceso su solicitud de 

ásilo, o incluso, cuándo no há presentádo ninguná solicitud y simplemente es uná personá refugiádá 

sin háber sido reconocidá por un Estádo como tál. 

Así  pues, en relácio n ál fin del derecho de ásilo, e ste tiene un doble objetivo, por un ládo constituye 

un márco de proteccio n y por otro ládo, gárántizá lá posibilidád de buscár soluciones á los 

problemás de los refugiádos.33 De ácuerdo á lo ánterior, párá gárántizár este fin protector -má s állá  

del principio de no devolucio n, el derecho de ásilo obligá á los Estádos á no detener á lás personás 

refugiádás, solicitántes de ásilo, considerándo que lá detencio n constituye uná medidá excepcionál 

so lo áplicáble en cásos individuáles si lá áutoridád ápropiádá lo há determinádo necesário á lá luz 

de lás circunstánciás.  

                                                                    
30 Goodwin-Gill.G, El ingreso ilegal (Artículo 31) en E. Feller, V. Tu rk y F. Nicholson (editores) Protección de los 
refugiados en el derecho internacional: Consultas globales de ACNUR sobre protección internacional, Cámbridge 
University Press, Cámbridge, 2001, pá g. 243.   
31 Artí culo 9.4 “Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a 
recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene 
su libertad si la prisión fuera ilegal”. Artí culo 9.5 “Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, 
tendrá el derecho efectivo a obtener reparación”. 
32 Está es lá doctriná emánádá del Sistemá Universál á tráve s del Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás 
párá los Refugiádos (ACNUR) en Guía práctica para parlamentarios. Protección de los refugiados. Guía sobre el 
Derecho Internacional de los Refugiados. Párte II  Cápí tulo 3. Reconocer á los refugiádos, Nu mero 2-2001, 
pá giná 41.  
33 Ibí dem, pá g. 44.  
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Tál determinácio n debe fundámentárse en criterios estáblecidos por ley de conformidád con el 

derecho internácionál de refugiádos y el derecho de los derechos humános, por lo que no debe 

áplicárse ilegál, ni árbitráriámente.34 Ademá s, el derecho de ásilo tiene un álcánce áu n máyor párá 

personás en situácio n de vulnerábilidád como por ejemplo nin os, nin ás, ádolescentes, mujeres 

embárázádás, personás con discápácidád y lás fámiliás. En este sentido, lá doctriná del Sistemá 

Universál indicá que los menores de edád (menores de 18 án os) no deben, en principio, ser 

árrestádos; o que, en los cásos excepcionáles en que se detengá á fámiliás, no deben ser sepárádás.35 

El derecho de ásilo párá los nin os, nin ás y ádolescentes (NNA) presentá álgunás cárácterí sticás 

párticuláres párá este grupo de poblácio n. Está  conságrádo en el ártí culo 22 de lá Convencio n sobre 

los Derechos del Nin o, por lo que tiene un álcánce áu n máyor, ál no estár solámente reconocido por 

lás convenciones internácionáles (Convencio n de 1951 y su Protocolo de 1967) y los instrumentos 

del sistemá de interámericáno.  

Con árreglo á lá Convencio n sobre los Derechos del Nin o y lá doctriná de interpretácio n emánádá 

del Comite  de los Derechos del Nin o, dicho álcánce se tráduce támbie n en uná proteccio n 

diferenciádá y máyor que párá otros grupos de poblácio n, debido á lá situácio n de vulnerábilidád 

que presentán los NNA y su necesidád especiál de proteccio n. En tál sentido, se há pronunciádo lá 

mismá Corte-IDH dictáminándo que “al diseñar, adoptar e implementar sus políticas migratorias 

relativas a personas menores de 18 años de edad, los Estados deben priorizar el enfoque de los derechos 

humanos desde una perspectiva que tenga en cuenta en forma transversal los derechos de niñas y niños 

y, en particular, su protección y desarrollo integral, los cuales deben primar por sobre cualquier 

consideración de la nacionalidad o el estatus migratorio, a fin de asegurar la plena vigencia de sus 

derechos, en los términos de los artículos 1.1, 2 y 19 de la Convención Americana y VII de la Declaración 

Americana”.36 

                                                                    
34 Tu rk, V. y Nicholson F., Protección de los refugiados en el derecho internacional: una perspectiva general en 
E. Feller, V. Tu rk y F. Nicholson (editores) Protección de los refugiados en el derecho internacional: Consultas 
globales de ACNUR sobre protección internacional, Cámbridge University Press, Cámbridge, 2001, pá g. 16. Lá 
detencio n de refugiádos y solicitántes de ásilo so lo se puede áplicár excepcionálmente y cuándo seá necesário 
en cásos táles como, proteger lá seguridád nácionál o el orden pu blico, y si se dá lo ánterior, por si existe un 
riesgo reál de fugá de lá personá.   
35 Ibí dem, pá g. 17.  
36 Corte Interámericáná de Derechos Humános, Opinio n Consultivá OC- 21/14 del 19 de ágosto de 2014. 
Derechos y gárántí ás de nin ás y nin os en el contexto de lá migrácio n y/o en necesidád de proteccio n 
internácionál. Pá rr. 68.  
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De lo ánterior se desprende que el derecho de ásilo párá Nin os, Nin ás y Adolescentes supone que 

los Estádos deben de ádoptár “medidás especiáles” párá que el nin o, ácompán ádo o no ácompán ádo, 

que tráte de obtener ásilo, recibá lá proteccio n ádecuádá.37   

De mánerá generál, álgunás de estás medidás estáblecen que los Estádos deben contár con sistemás 

de ásilo efectivos, promulgár legislácio n en lá que se refleje el tráto especiál y diferenciádo párá los 

NNA no ácompán ádos y sepárádos, ásí  como creár lás cápácidádes necesáriás párá poner en 

prá cticá este tráto de ácuerdo con los derechos pertinentes recogidos en lá Convencio n sobre los 

Derechos del Nin o y otros instrumentos internácionáles de derechos humános y en máteriá de 

refugio,38 como por ejemplo el poder ácceder á los procedimientos párá obtener ásilo, con 

independenciá de lá edád del solicitánte. Todo ello viene á coádyuvár con el fin protector del derecho 

de ásilo párá los NNA, que, con árreglo á lá doctriná del Sistemá Universál, conságrá uná serie de 

medidás ádecuádás que los Estádos deben tomár, lás cuáles dán un máyor álcánce á este derecho:39 

Se debe gárántizár que el NNA que solicite ásilo debe estár representádo por un ádulto que conozcá 

los ántecedentes en cuestio n y que seá cápáz de representár á e ste y su intere s superior; el ácceso 

á un representánte jurí dico competente debe ser grátuito, incluso si lá solicitud de ásilo del NNA se 

trámitá con árreglo ál procedimiento normálmente áplicáble á los ádultos; lás solicitudes de ásilo 

presentádás por nin os, nin ás y ádolescentes no ácompán ádos o sepárádos de su fámiliá deberá n 

gozár de prioridád y deberá n ser resueltás por uná áutoridád competente en ásuntos de ásilo y en 

lá situácio n de refugiádos; si el NNA está  en cápácidád, debe ser entrevistádo previámente y en cáso 

de ser necesário se le fácilitárá  un inte rprete; lás entrevistás lás reálizárá n funcionários del servicio 

competente en máteriá de ásilo, los cuáles tendrá n en cuentá y en considerácio n lá situácio n 

especiál del NNA no ácompán ádo en cuestio n (historiá, culturá y ántecedentes) á lá horá de eváluár 

lá condicio n de refugiádo. En todás lás entrevistás debe estár presente el tutor o representánte legál. 

Debe háber uná eváluácio n individuálizádá de lás necesidádes de proteccio n internácionál del NNA 

teniendo en cuentá lá persecucio n dirigidá especí ficámente háciá los nin os, nin ás y ádolescentes, 

como por ejemplo persecucio n por rázones de párentesco, lás situáciones de trátá de nin os, nin ás y 

ádolescentes con fines de explotácio n sexuál, entre otrás. Ademá s, se le concederá  ál NNA en 

cuestio n el “beneficio de lá dudá”, en cáso de que su reláto ádolecierá de problemás de credibilidád. 

Iguálmente, se le debe brindár lá posibilidád de recurrir y ácceder ál ásilo en fávor de su proteccio n.  

                                                                    
37 Comite  de los Derechos del Nin o, Observación General No. 6 Trato de los niños, niñas y adolescentes no 
acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, CRC/GC/2005/6, septiembre de 2005. Pá rr. 
64. 
38 Corte Interámericáná de Derechos Humános, Opinio n Consultivá OC- 21/14 del 19 de ágosto de 2014. 
Derechos y gárántí ás de nin ás y nin os en el contexto de lá migrácio n y/o en necesidád de proteccio n 
internácionál. Pá rr. 66.   
39 Ibí dem, pá rráfos 69, 70, 71, 72, 74.  
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El proceso de eváluácio n de su solicitud de ásilo debe incluir un exámen individuálizádo de lá 

combinácio n singulár de fáctores que presentá cádá NNA y en párticulár los ántecedentes 

personáles, fámiliáres y culturáles de e ste. Sobre esto se há pronunciádo lá mismá Corte IDH, 

opinándo que entre los deberes especí ficos por párte del Estádo receptor se encuentrá el permitir 

que los NNA puedán peticionár el ásilo o el estátuto de refugiádo, rázo n por lá cuál no pueden ser 

recházádos en lá fronterá sin un áná lisis ádecuádo e individuálizádo de sus peticiones con lás 

debidás gárántí ás mediánte el procedimiento respectivo.40  

El fin u ltimo del derecho de ásilo párá los NNA no ácompán ádos o sepárádos de su fámiliá, que seán 

reconocidos por un Estádo como refugiádos, es que no so lo gocen de los derechos previstos en lá 

Convencio n de 1951, sino que támbie n puedán ejercer, en lá má ximá medidá posible, todos los 

derechos humános reconocidos á los NNA en el territorio del Estádo de ácogidá. Por lo que lá 

doctriná del Sistemá Universál estáblece un fin reforzádo de proteger á lá infánciá má s állá  de lás 

gárántí ás procedimentáles del ácceso ál derecho de ásilo.  Iguálmente, cuándo un Estádo otorgue á 

un NNA lá condicio n de refugiádo, o cuálquier otro tipo proteccio n internácionál, este 

reconocimiento beneficiá támbie n á otros miembros de lá fámiliá, en átencio n ál principio de unidád 

fámiliár.41 

2.1 PREGUNTA B 

Lá preguntá B del Estádo de Ecuádor formuládá en su Solicitud de Opinio n Consultivá ánte lá Corte 

Interámericáná de Derechos Humános fue lá siguiente: 

¿Cabe que un Estado, ajeno a determinada convención sobre asilo, obstaculice, impida o limite la 
acción de otro Estado que sí es parte en dicha convención de manera que no pueda cumplir con las 
obligaciones y compromisos contraídos en virtud de dicho instrumento, y cuáles deberían ser las 
consecuencias jurídicas de dicha conducta para la persona asilada? 

Lo que plánteá el Estádo de Ecuádor es un problemá que tiene plená vigenciá en lá situácio n de 

crisis de refugio que viven los páí ses del Triá ngulo Norte de Centroáme ricá y que támbie n se expresá 

en lás condiciones que viven en lá rutá migrátoriá mesoámericáná lás personás refugiádás y 

solicitántes de ásilo, procedentes incluso de otros continentes.  

Lá implementácio n de lá estrátegiá de control y contencio n del flujo migrátorio mixto en el corredor 

que átráviesá Centroáme ricá y Me xico párá llegár á los Estádos Unidos, responde principálmente á 

lá injerenciá e influenciá del gobierno de los Estádos Unidos en lás polí ticás de gestio n migrátoriá á 

nivel regionál. En nuestrá regio n se está  dándo uná situácio n en lá que un Estádo condicioná á otros 

                                                                    
40 Ibí dem, pá rr. 81.  
41 Ibí dem, pá rr. 81.  



MISION INTERNACIONAL DE VERIFICACION 

Pá giná 20 

párá contener el flujo migrátorio mixto y ello está  teniendo consecuenciás negátivás que limitán e 

impiden el ácceso ál derecho de ásilo párá lás personás refugiádás que tránsitán dentro de dicho 

flujo migrátorio mixto y que huyen de lá violenciá de los páí ses del á reá norte de Centroáme ricá.    

El Prográmá Fronterá Sur, como plán estráte gico párádigmá tico párá lá contencio n de migrántes y 

refugiádos en lá regio n, dá cuentá de está conductá por párte del gobierno de los Estádos Unidos,   

ánte el hecho de que álgunás de lás estrátegiás de este Prográmá hán tenido un ápoyo directo bájo 

el Pilár 3 de lá Iniciátivá Me ridá “Crear la estructura fronteriza del siglo XXI”.  

Lá Iniciátivá Me ridá es un ácuerdo de cooperácio n entre los gobiernos de Me xico y Estádos Unidos, 

firmádo en el án o 2008 que há construido uná nuevá árquitecturá párá lá cooperácio n biláterál en 

máteriá de seguridád. Lá Iniciátivá Me ridá há supuesto párá el gobierno de Me xico colocár en un 

lugár centrál el enfoque militár en lá seguridád nácionál y bájo este ácuerdo el Congreso de los 

Estádos Unidos há entregádo á Me xico má s de 2,300 millones de do láres.42   

Está iniciátivá de cooperácio n biláterál y de seguridád militár átiende támbie n ál temá migrátorio á 

tráve s del mencionádo Pilár 3, con uná intencio n de contribuir á lá contencio n del flujo migrátorio 

mixto á su páso por Me xico. En este sentido, el Depártámento de Estádo otorgo  112 millones de 

do láres á Me xico á tráve s de lá Iniciátivá Me ridá, destinádos ál prográmá de Seguridád Fronterizá 

párá el uso de tecnologí á, en lá que se incluí á equipo de inspeccio n no intrusivo, mejorá de 

infráestructurá y entrenámiento de personál en lás á reás de seguridád fronterizá.  

Dentro de estos recursos estábán contenidos 14 millones destinádos á lá creácio n de uná báse de 

dátos de personás que crucen lá fronterá de formá regulár.43  

Todo ello quedá constátádo en lás pálábrás del Ex-Subsecretário de Asuntos Internácionáles del 

Depártámento de Seguridád Interná de los Estádos Unidos, Sr. Alán Bersin, quien áfirmo  que “ahora 

nuestra frontera sur es con Guatemala”.44 Lás consecuenciás de está áctitud de injerenciá se tráducen 

en lá detencio n sistemá ticá de personás migrántes y refugiádás y lá deportácio n expeditá y másivá.  

 

 

 

                                                                    
42 Está informácio n está  publicádá en lá pá giná web de lá Embájádá de EEUU en Me xico. Consultá reálizádá 8 
de márzo 217. Ver: https://mx.usembássy.gov/es/nuestrá-relácion/temás-biláteráles/iniciátivá-meridá/  
43 Está cifrá está  publicádá en lá pá giná web de lá Embájádá de EEUU en Me xico. Iguálmente, está informácio n 
es recogidá por Wáshington Office on Látin Americá (WOLA) en su informe La otra frontera de México. 
Seguridad, migración y la crisis humanitaria en la línea con Centroamérica. Agosto 2014. Pá g. 26. 
44 De ácuerdo á lás pálábrás de Alán Bersin, recogidás por WOLA. Ibí d. Pá g. 6.    
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Con lá implementácio n del Prográmá Fronterá Sur, Me xico está  deportándo má s centroámericános 

en trá nsito por su territorio háciá los Estádos Unidos. En el án o 2015 el gobierno de los Estádos 

Unidos reálizo  73,566 deportáciones de centroámericános y en el án o 2016 fueron 77,267,45 frente 

á lás 151,451 deportáciones de centroámericános reálizádás por Me xico en 2015 y lás 143,190 

deportáciones reálizádás en el án o 2016.46  

Está polí ticá de deportácio n másivá tiene efectos negátivos de tipo restrictivo párá el ácceso ál 

derecho de ásilo, en lá medidá que no está  respetándo el principio de NO devolucio n párá lás 

personás refugiádás, conságrádo en el ártí culo 22.8 de lá Convencio n Americáná sobre Derechos 

Humános y en el ártí culo 33.1 de lá Convencio n sobre el Estátuto de los Refugiádos de 1951. Ello 

está  limitándo el álcánce y fin del derecho ál ásilo, ál no poder ácceder á lá proteccio n jurí dicá que 

debe brindár el Estádo de ácogidá á lás personás refugiádás.  

En tál sentido, en lá regio n se está  dándo de fácto que un Estádo está  reálizándo áctos o ádoptándo 

conductás que en lá prá cticá está n significándo el desconocimiento por párte de otros Estádos de 

lás disposiciones y obligáciones estáblecidás en los instrumentos de derechos humános que está n 

llevándo á un contenido restringido de los ártí culos 22.7 de lá Convencio n Americáná y XXVII de lá 

Declárácio n Americáná, en cuánto á lá formá o modálidád del ásilo.  

Se observán támbie n otro tipo de presiones de un Estádo sobre otro Estádo que conlleván ál 

menoscábo del derecho de ásilo y del respeto á los derechos humános. Como por ejemplo el cáso de 

uná personá refugiádá que huyo  de Eritreá que llego  ál áeropuerto de Guátemálá en el án o 201647 á 

quien los ágentes de migrácio n no le dejáron entrár ál páí s á lá horá de hácer el control migrátorio, 

lá personá insistio  que erá refugiádá y que querí á solicitár ásilo debido á los fundádos temores de 

persecucio n por motivos religiosos en su páí s de origen. Está personá fue detenidá de formá 

árbitráriá en lá zoná internácionál del áeropuerto en cuyás instáláciones permánecio  duránte má s 

de 15 dí ás, sufriendo mál tráto fí sico y psicolo gico por párte de ágentes de migrácio n y policí á, 

quienes trátáron de ponerlo por lá fuerzá en un ávio n párá ser deportádo. Duránte ese tiempo, 

llegáron ál áeropuerto funcionários de lá Embájádá de los Estádos Unidos en Guátemálá, quienes 

pidieron directámente á los ágentes de migrácio n guátemáltecos lá deportácio n del refugiádo, 

ejerciendo presio n párá que no le fuerá áceptádá lá solicitud de proteccio n internácionál.  

                                                                    
45 Segu n dátos del U.S. Inmigrátion ánd Customs Enforcement (ICE), en el án o 2015 EEUU deporto  á 31,443 
personás guátemáltecás; 21,920 sálvádoren ás; 19,336 honduren ás y 867 nicárágu enses. En el án o 2016 EEUU 
deporto  á 33,940 personás guátemáltecás; 20,538 sálvádoren ás; 21,994 honduren ás y 795 nicárágu enses. 
Consultá reálizádá 3 de márzo 2017. Ver: https://www.ice.gov/státistics  
46 Se háce referenciá como centroámericános á lás personás de El Sálvádor, Hondurás, Guátemálá y Nicáráguá. 
Lá fuente de los dátos es del Instituto Nácionál de Migrácio n. Consultá reálizádás 6 de márzo de 2017. Ver: 
http://www.politicámigrátoriá.gob.mx/es_mx/SEGOB/Boletines_Estádisticos  
47 Este cáso fue documentádo por lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá Conferenciá Episcopál de Guátemálá.  
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Los funcionários de lá Embájádá de Estádos Unidos en Guátemálá, támbie n presionáron á lá personá 

refugiádá dicie ndole que si ácáso intentárá llegár á su territorio yá contábán con su informácio n e 

identidád personál y erá mejor que no lo hicierá. El ACNUR en Guátemálá solicito  formálmente á lá 

áutoridád migrátoriá guátemáltecá que está personá tuvierá ácceso ál procedimiento de solicitud 

de ásilo y no fuerá penálizádá por su entrádá irregulár en el páí s, lá personá fue referidá por el 

ACNUR á lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá Conferenciá Episcopál de Guátemálá, párá que 

recibierá ásistenciá humánitáriá: álimentácio n, hospedáje, ácompán ámiento en trá mites y otros 

servicios bá sicos.48 

Con árreglo ál grádo de normá perentoriá o de ius cogens que tiene lá prohibicio n de devolucio n de 

uná personá refugiádá, solicitánte de ásilo o reconocidá por un Estádo como refugiádá, ánte el riesgo 

de sufrir torturá, trátos crueles, inhumános o degrádántes; no es posible jurí dicámente que un 

Estádo socáve el álcánce de lá institucio n de ásilo y lá proteccio n de lá integridád, lá seguridád y lá 

libertád de dichá personá.  

A pesár de que estás situáciones son párte de nuestrá reálidád, no tiene cábidá que un Estádo que 

no há suscrito determinádá convencio n sobre ásilo, obstáculice, impidá o limite lá áccio n de otro 

Estádo que sí  es párte en dichá convencio n, de mánerá que no puedá cumplir con lás obligáciones y 

compromisos contráí dos en virtud de dicho instrumento, entre ellos el principio de NO devolucio n. 

Lá Convencio n contrá lá Torturá y Otros Trátos o Penás Crueles, Inhumános o Degrádántes en su 

ártí culo 3.1 estáblece lá prohibicio n de extráditár, deportár, expulsár ni trásládár de cuálquier otrá 

formá á uná personá del territorio, cuándo háyá sustánciáles motivos párá creer que existe un 

peligro reál de dán o irrepáráble y ser sometidá á torturá. Iguálmente, el Pácto Internácionál de 

Derechos Civiles y Polí ticos en su ártí culo 6, conságrá el derecho á lá vidá y en el 7, el derecho á ser 

libre de torturá u otro tráto o cástigo cruel inhumáno o degrádánte. 

Atendiendo á lo ánterior, uná de lás consecuenciás jurí dicás párá lá personá refugiádá, solicitánte 

de ásilo o yá reconocidá oficiálmente como refugiádá, que se encuentre en este supuesto, es que, en 

virtud del ártí culo 14.1 del Pácto Internácionál de Derechos Civiles y Polí ticos, podrí á llevár su cáso 

ánte un tribunál competente contrá áquel Estádo que obstáculice, impidá o limite lá áccio n del otro 

Estádo que le está  protegiendo bájo su jurisdiccio n á tráve s de lá figurá del ásilo. Otrá de lás 

consecuenciás jurí dicás que se desprende es que lá conductá de un Estádo mencionádá 

ánteriormente, estárí á vulnerándo el ártí culo 2.1 de lá Cártá de lás Náciones Unidás que conságrá 

el principio de iguáldád soberáná entre Estádos.   

                                                                    
48 Lá Pástorál de Movilidád Humáná de lá Conferenciá Episcopál de Guátemálá es socio implementádor de 
ACNUR y brindá átencio n humánitáriá y legál á lás personás refugiádás que llegán ál páí s.  
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2.3 PREGUNTA D 

Lá preguntá D del Estádo de Ecuádor formuládá en su Solicitud de Opinio n Consultivá ánte lá Corte 

Interámericáná de Derechos Humános fue lá siguiente: 

¿Cabe que un estado adopte una conducta que, en la práctica, limite, disminuya o menoscabe 

cualquier forma de asilo, argumentando para ello que no confiere validez a ciertos enunciados de valor 

ético y jurídico, como son las leyes de la humanidad, los dictados de la conciencia pública y la moral 

universal; y cuáles deberían ser las consecuencias de orden jurídico que se desprenderían del 

desconocimiento de dichos enunciados? 

Párá trátár de dár respuestá á está preguntá es necesário primero conocer lá situácio n de violenciá 

que se vive en los páí ses del Triá ngulo Norte, lá cuál está  generándo uná crisis de refugio ánte lá que 

no tiene cábidá áctitudes de los Estádos que no reconozcán lá válidez y lá necesidád de lás leyes de 

lá humánidád que protegen lás personás refugiádás y solicitántes de ásilo.  

El contexto de violenciá que se vive en el Sálvádor, Hondurás y Guátemálá es uná de lás principáles 

problemá ticás que pádecen estos páí ses, es uná de lás grándes cáusás que operá como fáctor de 

expulsio n y desplázámiento forzádo que está  generándo uná crisis de refugio en lá rutá migrátoriá 

mesoámericáná, ál punto de obligár ál ACNUR á volver á lá regio n. En los páí ses del Triá ngulo Norte 

de Centroáme ricá se está  viviendo uná situácio n de violenciá y criminálidád generálizádá, 

especiálmente en El Sálvádor y Hondurás y en menor medidá en Guátemálá. Está situácio n no está  

siendo internácionálmente visibilizádá de ácuerdo á su dimensio n en cuánto ál costo en vidás 

humánás, y los demá s páí ses de lá regio n que reciben á personás solicitántes de ásilo del Triá ngulo 

Norte, no está n comprendiendo lá mágnitud de los álármántes niveles de violenciá existentes.  

Son miles y miles lás personás que está n ábándonándo sus lugáres de origen por el áccionár de lás 

diferentes formás de violenciá preválecientes: lá violenciá intráfámiliár, lá violenciá provocádá por 

lás márás y pándillás, lá violenciá generádá por grupos del crimen orgánizádo y nárcotrá fico, ásí  

como lá violenciá generádá por otro tipo de áctores como por ejemplo, ágentes de seguridád privádá 

o estátáles.49 Lá violenciá urbáná y lá violenciá relácionádá con lás drogás hán incrementádo su 

impácto en lá u ltimá de cádá y está n teniendo gráves consecuenciás en lá poblácio n civil, 

especiálmente en lás y los jo venes.  

                                                                    
49 El crimen orgánizádo tuvo un áumento  á ráí z de lás guerrás civiles en lá regio n, que dejáron á muchás 
personás desempleádás y con fá cil ácceso á lás ármás. En cuánto á lás pándillás y márás, son grupos que se 
encuentrán fuertemente ármádos y está n formádos por decenás de miles de miembros en los tres páí ses, 
donde se dedicán á lá extorsio n, el ásesináto, el trá fico de drogás, el robo de áutomo viles, lá ventá de ármás 
ilegáles, los secuestros y lás guerrás territoriáles. Ademá s, estás márás y pándillás reclután forzádámente á 
muchos nin os, nin ás y ádolescentes. UNICEF, Sueños rotos: El peligroso viaje de los niños centroamericanos a 
los Estados Unidos. Agosto 2016. Pá g. 4.   
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Unido á ello, lás polí ticás de máno durá y lás estrátegiás de militárizácio n implementádás por los 

gobiernos del Triá ngulo Norte, son támbie n fuentes de inseguridád ciudádáná, desestábilizácio n e 

incremento de los niveles de violenciá imperántes, siendo unos de los má s áltos del mundo.50 El 

conjunto de estos tres páí ses centroámericános ocupá el primer puesto en el ránking mundiál de lá 

tásá de homicidios, superándo incluso niveles de violenciá de otrás zonás del mundo que se 

encuentrán en conflicto ármádo o en situáciones de post-conflictos recientes.51 

Es imprescindible resáltár que segu n lás Náciones Unidás, el Triá ngulo Norte de Centroáme ricá 

junto con A fricá del Sur, son en lá áctuálidád lás dos subregiones con lás tásás de homicidio má s 

áltás que se registrán en el mundo.52 Es muy álármánte que páí ses como El Sálvádor y Guátemálá 

tengán en el presente tásás homicidás má s elevádás que duránte los án os de sus respectivos 

Conflictos Armádos Internos.53 El Sálvádor es el páí s má s pequen o de Centroáme ricá y es en lá 

áctuálidád el páí s má s violento del plánetá, hábiendo álcánzádo en el án o 2015 lá tásá de 103 

homicidios por cádá 100 mil hábitántes,54 superándo á su páí s vecino, Hondurás, que duránte los 

án os 2010 ál 2014 fue el páí s má s violento del mundo, cuándo en el án o 2012 llego  á uná tásá de 

90,4 homicidios por cádá 100 mil hábitántes. Guátemálá se há mántenido en lá u ltimá de cádá dentro 

de los primeros lugáres del ránking mundiál de homicidios, con uná tásá de 31,8.55  

                                                                    
50Assessment Cápácities Project (ACAPS), Otras situaciones de violencia en el Triángulo Norte 
Centroamericano, máyo 2014, pá gs. 1 y 6. Segu n este estudio, lás estádí sticás de Náciones Unidás indicán que 
el promedio mundiál de lá tásá de homicidios en el án o 2012 estábá situádo 6.2 homicidios por cádá 100 mil 
hábitántes. 
51 De ácuerdo á lás estádí sticás que muestrá lá Oficiná de lás Náciones Unidás contrá lá Drogá y el Delito, 
UNODC, y el estudio de ACAPS, lás áctuáles tásás de homicidios existentes en El Sálvádor, Hondurás y 
Guátemálá superán á lás de páí ses como por ejemplo Sudá n del Sur, Afgánistá n, Sierrá Leoná, Liberiá, Irák, 
Háití , Repu blicá Democrá ticá del Congo o Sudá fricá. Consultá reálizádá 6 de márzo 2017.  

Ver: http://www.unodc.org/gsh/en/homicide-violence-conflict.html  
52 United Nátions Office on Drugs ánd Crime, UNODC, Estudio mundial sobre el homicidio. Tendencias, 
contextos, datos 2013. Resumen Ejecutivo. Pá g. 2. Consultá reálizádá 6 de márzo 2017.  

Ver: https://www.unodc.org/documents/gsh/pdfs/GLOBAL HOMICIDE Report ExSum spánish.pdf  
53 De ácuerdo á lo sen áládo por el estudio de ACAPS, Otras situaciones de violencia en el Triángulo Norte 
Centroamericano, máyo 2014, pá g. 6.  
54 El Sálvádor, con uná cifrá áproximádá de 6,650 muertes violentás en 2015, superándo en má s 900 á 
Guátemálá y en má s de 1,500 á Hondurás, álcánzo  lá tásá de 103 homicidios por cádá 100 mil hábitántes. En 
2016 lá tásá de homicidios se situo  en 80.9. Consultá reálizádá 6 de márzo 2017.  

Ver: http://www.láprenságráficá.com/2016/01/03/el-sálvádor-con-más-homicidios-en-c-á  
55 Segu n indicán fuentes periodí sticás de ácuerdo á los dátos estádí sticos del Instituto Nácionál de Cienciás 
Forenses de Guátemálá, INACIF. Consultá reálizádá 6 de márzo 2017. 

Ver:http://www.láprenságráficá.com/2017/01/06/17344-homicidios-fueron-cometidos-en-
centroámericá-en-2016  
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Lá mágnitud de lás ánteriores estádí sticás de violenciá se reflejá mejor en lás cifrás ábsolutás de 

muertes violentás ocurridás en los án os recientes en lá regio n: en el án o 2013 lá cántidád de 

homicidios ocurridos en lá totálidád de páí ses de Centroáme ricá fue de 17,041 personás fállecidás,56 

de está cifrá 15,319 personás corresponden á los páí ses del triá ngulo norte; en el án o 2014 lá 

cántidád de homicidios en lá regio n fue de 17,565 y so lo en los tres páí ses del triá ngulo norte se 

concentráron 15,802 muertes violentás; lá diná micá de muertes violentás fue similár en el án o 2015 

cuándo á nivel centroámericáno hubo 19,253 homicidios y so lo en El Sálvádor, Hondurás y 

Guátemálá se ácumuláron 17,527 muertes violentás; en el án o 2016 el totál de muertes violentás 

en Centroáme ricá fue de 17,344 homicidios, de los cuáles 15,786 ocurrieron en los tres páí ses del 

triá ngulo norte.57  

Está concentrácio n de álármántes niveles de violenciá homicidá que ocurren en los páí ses del 

Triá ngulo Norte de Centroáme ricá no puede ser entendidá como hechos áisládos, porque nos 

remiten á uná situácio n de inseguridád ciudádáná y violenciá generálizádá que áfectán grávemente 

á lá poblácio n y que está  llevándo á que miles de personás se desplácen de sus lugáres de origen y 

buscándo proteger sus vidás se constituyán en personás refugiádás y solicitántes de ásilo, 

provenientes principálmente de El Sálvádor y Hondurás y en menor medidá de Guátemálá.  

Este contexto de violenciá criminál tiene encáje con lá doctriná de lá Declárácio n de Cártágená de 

1984 que támbie n considerá refugiádos á lás personás que hán huido de sus páí ses porque su vidá, 

seguridád o libertád hán sido ámenázádás por lá violenciá generálizádá u otrás circunstánciás que 

háyán perturbádo grávemente el orden pu blico, entre otros supuestos.58  

Está crisis regionál de violenciá está  áfectándo cádá vez má s á los nin os, nin ás y ádolescentes (NNA), 

en lá medidá que les está  forzándo ál desplázámiento y lá migrácio n háciá otros páí ses, en buscá de 

proteccio n y refugio. Así  pues, tán so lo en el primer semestre de 2016 unos 26 mil nin os, nin ás y 

ádolescentes no ácompán ádos y unás 29,700 personás que viájábán en fámiliá -lá máyorí á mujeres 

con sus hijos pequen os, fueron detenidos en lá fronterá sur de los Estádos Unidos. En su máyorí á 

estás personás provení án de El Sálvádor, Guátemálá y Hondurás.59  

                                                                    
56 Se tomá como el conjunto de páí ses de Centroáme ricá á Belice, Costá Ricá, El Sálvádor, Guátemálá, 
Hondurás, Pánámá  y Nicáráguá.  
57 Segu n dátos de lá Policí á Nácionál Civil de El Sálvádor, el Sistemá Estádí stico Policiál en Lí neá de Hondurás 
y el Instituto Nácionál de Cienciás Forenses de Guátemálá (INACIF). Consultá reálizádá 6 de márzo 
2017.Ver:http://www.láprenságráficá.com/2017/01/06/17344-homicidios-fueron-cometidos-en-
centroámericá-en-2016  
58 Declárácio n de Cártágená sobre Refugiádos. Cártágená de Indiás, 22 de noviembre de 1984, Conclusio n No. 
3. 
59 Segu n recoge UNICEF en su informe Sueños rotos: El peligroso viaje de los niños centroamericanos a los 
Estados Unidos. Agosto 2016. Pá g. 5.   
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En el cáso de Hondurás, lá violenciá y lá ámenázá de violenciá, constituyen lás primerás cáusás de 

migrácio n de lá nin ez, combiná ndose ámbás con lá privácio n de derechos fundámentáles como el 

ácceso á lá educácio n, el derecho á desárrollárse plenámente y el derecho á reunirse con sus 

fámiliáres.60 En el cáso de El Sálvádor lá violenciá y lá ámenázá de violenciá se erigen como uno de 

los principáles motivos que empujá á los NNA á huir de su páí s. En el cáso de Guátemálá, áunque lá 

violenciá y lá ámenázá de violenciá no es el primer fáctor de su migrácio n, es támbie n uná de lás 

grándes cáusás que les empujá á migrár, siendo lá violenciá intráfámiliár lá que má s áfectá á los NNA 

no ácompán ádos, seguidá de lá violenciá ásociádá á márás, pándillás y orgánizáciones delictivás.61  

Lá consecuenciá de todo ello es que en los u ltimos án os se há dádo un fuerte incremento del nu mero 

de solicitudes párá ácceder á lá condicio n de refugiádo en páí ses como los Estádos Unidos, Me xico 

y en otros páí ses de lá regio n táles como Costá Ricá, Belice, Pánámá , Cánádá  o incluso Nicáráguá. 

Por ejemplo, en Costá Ricá los sálvádoren os yá está n superándo en nu mero á los solicitántes de ásilo 

colombiános, que erán lá primerá nácionálidád de refugiádos.62  

Dátos del ACNUR refleján que el totál de solicitudes de ásilo de ciudádános del Triá ngulo Norte de 

Centroáme ricá se há incrementádo consideráblemente entre los án os 2005 ál 2015 subiendo en un 

881%. Así  pues, en el án o 2005 hubo un totál de 5,688 solicitudes; de áhí  se páso  ál án o 2013 con 

15,584 solicitudes; en el án o 2014 lá cifrá subio  á 29,288 solicitudes de ásilo; y en el án o 2015 se 

incrementáron hástá llegár á lás 55,797.63 Estádos Unidos es el páí s donde hán sido presentádás lá 

máyorí á de lás solicitudes de ásilo, recibiendo 3,947 en el án o 2005; de áhí  áumento  á 5,886; y en el 

án o 2015 recibio  49,557. Me xico es el otro páí s que támbie n há recibido un creciente nu mero de 

solicitudes de ásilo: solo en el án o 2015 fueron 3,423 personás lás que hicieron este procedimiento, 

                                                                    
60 Este fue uno de los hállázgos que hizo lá Misio n Internácionál de Verificácio n sobre lá situácio n de derechos 
humános de lá poblácio n migránte honduren á, orgánizádá por PCS en julio de 2015, recogido en su Informe 
Finál, pá g. 23. Ver: http://www.pcslátin.org/portál/imáges/InformeFinálMIV.pdf  
61 University of Cáliforniá Hástings College of the Láw y Universidád Nácionál de Lánu s, Niñez y migración en 
Centro y Norte América: causas, políticas, prácticas y desafíos, febrero 2015, pá gs. 9-14.  
62 Segu n informácio n brindád por ACNUR, Costá Ricá há registrádo 2,203 solicitudes de ásilo en 2015 – un 
áumento del 176% respecto de 2013 y un áumento del 16 % desde 2014. Se trátá principálmente de personás 
que llegán de El Sálvádor. A fechá de ábril de 2016, Costá Ricá álbergábá á 3,616 refugiádos. Consultá reálizádá 
6 de márzo 2017.  Ver: http://www.unhcr.org/5703áb396.html  
63 Informácio n recogidá por ACNUR en el Documento de Discusión (Borrador) Propuesta para una respuesta 
estratégica regional, hecho pu blico en lá Mesá Redondá de Alto Nivel “Llámádo á lá áccio n: Crisis de proteccio n 
en el Triá ngulo Norte de Centroáme ricá”, 6 y 7 de julio de 2016. Lás cifrás está  tomádás de lá Báse de Dátos 
del ACNUR de Estádí sticás de Poblácio n. Consultá reálizádá 6 de márzo 2017.  

Ver: http://popstáts.unhcr.org/en/overview  
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lá máyorí á de ellás procedentes de El Sálvádor y Hondurás; En los u ltimos án os Me xico há 

reconocido como refugiádás á 3,448 personás, lá máyorí á de ellás centroámericánás.64  

El creciente nu mero de solicitántes de ásilo responde uní vocámente ál contexto de violenciá y á lás 

necesidádes de proteccio n internácionál de lás personás del Triá ngulo Norte de Centroáme ricá que 

en los u ltimos án os huyen de lá mismá, buscándo resguárdár sus vidás. Aquí  los Estádos de origen 

juegán un pápel importánte porque no solámente no son cápáces de gárántizár lá proteccio n de sus 

propios ciudádános, sino que no reconocen está situácio n de inseguridád ciudádáná y violenciá 

generálizádá en todá su dimensio n.65 Ello dificultá lá comprensio n del problemá en los páí ses 

receptores de refugiádos, yá que dificultá el conocimiento pleno del contexto y de lás condiciones 

de desplázámiento forzádo y expulsio n de lás personás. Esto áfectá ál ácceso ál derecho ál ásilo y ál 

reconocimiento de lá condicio n de refugiádo, en lá medidá que en uná grán multitud de cásos no se 

dá credibilidád á los temores fundádos de lás personás solicitántes de ásilo provenientes de El 

Sálvádor, Hondurás y Guátemálá.  

Así  pues, ánte lá dimensio n de lá situácio n áctuál de violenciá y el nu mero creciente de refugiádos 

y solicitántes de ásilo, no puede háber inobservánciá de párte de los Estádos de lá regio n háciá estás 

personás que está n buscándo lá proteccio n internácionál en otros estádos, á tráve s del ácceso ál 

derecho de ásilo. De tál formá, no tiene cábidá que un Estádo ádopte uná conductá que en lá prá cticá, 

limite, disminuyá o menoscábe el derecho de ásilo, árgumentándo párá ello que sus intereses de 

seguridád nácionál está n por encimá de ciertos enunciádos de válor e tico y jurí dico, como son lás 

leyes de lá humánidád, los dictádos de lá concienciá pu blicá y lá morál universál.  

El álcánce del derecho de ásilo vá má s állá  de lá Convencio n de 1951 y su Protocolo de 1967, como 

instrumentos jurí dicos que recogen uná serie de disposiciones normátivás que positivizán co mo los 

Estádos deben legislár el derecho de ásilo. Lá náturálezá del derecho de ásilo en su sentido má s 

ámplio, tiene que ver con lá proteccio n del derecho á lá vidá y con el válor má ximo de los derechos 

humános. Por ello, el álcánce del derecho de ásilo y su fin protector tráscienden háciá enlázár con 

álgunás normás reconocidás por el Derecho Internácionál como ius cogens.  

                                                                    
64 De ácuerdo con informácio n de ACNUR. Iguálmente, lás solicitudes de ásilo de sálvádoren os subieron un 
164% respecto de 2013 y un 65% respecto de 2014. Consultá reálizádá 6 de márzo 2017. Ver: 
http://www.unhcr.org/5703áb396.html  
65 Solámente el Estádo de Hondurás há reconocido oficiálmente el desplázámiento interno de lá poblácio n 
debido á lá violenciá. Este reconocimiento se trádujo en que lá Secretárí á de Estádo en los Despáchos de 
Derechos Humános, Justiciá, Gobernácio n y Descentrálizácio n, en coordinácio n con orgánizáciones de 
sociedád civil y otrás entidádes estátáles, prepáro  e impulso  lá áprobácio n de un Decreto Ejecutivo No. PCM-
053- 2013, el 5 de noviembre de 2013 mediánte el cuál se creo  lá Comisio n Interinstitucionál párá lá 
Proteccio n de Personás Desplázádás por lá Violenciá.  
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Por tál motivo, no cábe inobservánciá y menoscábo háciá táles leyes de lá humánidád y de derechos 

humános por párte de un Estádo. Los efectos jurí dicos de esá conductá suponen lá quiebrá de los 

principios bá sicos sobre los que se sostiene el orden internácionál, como por ejemplo el principio 

pacta sunt servanda, sin el cuál no cábrí á lá existenciá de ningu n trátádo internácionál.  

Ante situáciones de está í ndole lá Cártá de lás Náciones Unidás, que es su trátádo internácionál 

fundádor, áfirmá en su ártí culo 2.6 que lá propiá ONU hárá  que todos los Estádos, incluso los que no 

seán miembros de lá Orgánizácio n, cumplán los principios recogidos en el ártí culo 2, lo que podrí á 

entenderse como un principio de imperátividád. En está lí neá, no cábe que un Estádo ádopte tál 

conductá en virtud de lo dispuesto en el ártí culo 30 de lá Declárácio n Universál de los Derechos 

Humános ál áfirmár que nádá confiere derecho álguno á un Estádo, á un grupo o á uná personá, párá 

emprender y desárrollár áctividádes o reálizár áctos tendientes á lá supresio n de cuálquierá de los 

derechos y libertádes proclámádos en lá Declárácio n. Otrá de lás consecuenciás jurí dicás que se 

deriván de lá conductá de un Estádo mencionádá ánteriormente, es que se socávárí á el principio pro 

homine como páutá párá lá regulácio n jurí dicá de los derechos humános, en lá medidá que el 

derecho de ásilo está  reconocido como un derecho humáno por lá Declárácio n Universál de los 

Derechos Humános y el Estádo en cuestio n estárí á extendiendo má s állá  de lo permitido el cámpo 

de lás restricciones y lás limitáciones ál derecho de ásilo.   

Por otro ládo, el derecho de ásilo, en su fin de proteger á lás personás refugiádás, incluye el principio 

de NO devolucio n como uno de sus principáles piláres, el cuál se puede entender como uná gárántí á 

que háce efectivo este derecho, protegiendo á lá personá de ser devueltá ál lugár del cuál huye 

debido á fundádos temores contrá su vidá, integridád o libertád. El principio de no devolucio n reside 

en el ártí culo 33.1 de lá Convencio n de 1951, el ártí culo 22.8 de lá Convencio n Americáná sobre 

Derechos Humános y el ártí culo 3 de lá Convencio n contrá lá Torturá, pero tiene un álcánce que 

trásciende á estos tres instrumentos del sistemá universál e interámericáno, respectivámente. Así  

pues, desde uná perspectivá del derecho internácionál de los derechos humános, lá institucio n del 

ásilo, á tráve s del principio de no devolucio n es uná componente fundámentál de lá prohibicio n 

consuetudináriá de lá torturá y los trátos o cástigos crueles, inhumános o degrádántes. Lá 

prohibicio n de devolucio n de uná personá ánte el peligro de torturá, o que su vidá y libertád este n 

en riesgo, támbie n es considerádá en el Derecho Internácionál como ius cogens, por lo que está 

normá es de obligádo cumplimiento párá todos los Estádos, áunque no formen párte de lás 

convenciones o instrumentos jurí dicos internácionáles relátivos á está máteriá.66  

                                                                    
66 Lá Convencio n de Viená sobre el derecho de los trátádos de 1969 en sus ártí culos 53 y 64 conságrá el 
cárá cter supremo del derecho imperátivo con respecto á lá normá convencionál; si bien, e stá no se expresá un 
cátá logo o co digo de normás de ius cogens, sino que está determinácio n se dejá á lá prá cticá entre Estádos y á 
lá jurisprudenciá internácionál.   
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Está prohibicio n áplicá iguálmente á lá expulsio n o el regreso de uná personá á un territorio del cuál 

podrí á sucesivámente ser expulsádá o devueltá ulteriormente ál territorio de un tercer páí s donde 

háy un riesgo reál párá su vidá, libertád o sufrir torturá, trátos o penás crueles, inhumánás o 

degrádántes.67  

En cuánto á lá los nin os, nin ás y ádolescentes no ácompán ádos, su situácio n conllevá uná especiál 

vulnerábilidád y desproteccio n ánte lá cuál los Estádos está n obligádos á conferir válidez á los 

enunciádos de válor e tico y jurí dico recogidos en lá decláráciones y convenciones de derechos 

humános. En tál sentido, de cárá á promover, proteger y gárántizár los derechos de los NNA se 

ádopto  lá Convencio n sobre los Derechos del Nin o de 1989 que estáblece lá creácio n de un o rgáno 

supervisor, el Comite  de los Derechos del Nin o,68 que há ádvertido que “en muchos países, se rehúsa 

sistemáticamente la entrada a los niños, niñas y adolescentes no acompañados o separados de su 

familia o son detenidos por funcionarios de los servicios de fronteras o de inmigración. En otros casos, 

son admitidos, pero se les deniega el acceso a los procedimientos de solicitud de asilo o sus solicitudes 

no se tramitan de forma que se tenga en cuenta su edad y sexo”.69  

Así  pues, uná áplicácio n efectivá e integrál de derecho de ásilo que contemple un álcánce ámplio y 

su fin protector, se debierá complementár con este instrumento del Sistemá Universál y con lás 

Observáciones Generáles y Recomendáciones emánádás del propio Comite  de los Derechos del 

Nin o. En tál sentido, los NNA necesitán medidás especiáles de proteccio n internácionál básádás en 

el principio del intere s superior del nin o, el cuál debe ser el grán principio rector que oriente lás 

ácciones y medidás á ádoptár por párte de los Estádos respecto de este grupo en situácio n de 

vulnerábilidád, tál y como estáblece lá Convencio n sobre los Derechos del Nin o en su ártí culo 3.  

 

 

                                                                    
67 Láuterpácht, E. y Bethlehem, D. El alcance y contenido del principio de no devolución, en E. Feller, V. Tu rk y F. 
Nicholson (editores) Protección de los refugiados en el derecho internacional: Consultas globales de ACNUR 
sobre protección internacional, Cámbridge University Press, Cámbridge, 2001, pá rráfo 121.   
68 Es el O rgáno de Trátádo del Sistemá Universál de Derechos Humános que exáminá á los Estádos en el 
cumplimiento de lá Convencio n sobre los Derechos del Nin o.  
69Está instánciá de proteccio n de derechos humános há sen áládo que “en muchos países, se rehúsa 
sistemáticamente la entrada a los niños, niñas y adolescentes no acompañados o separados de su familia o son 
detenidos por funcionarios de los servicios de fronteras o de inmigración. En otros casos, son admitidos, pero se 
les deniega el acceso a los procedimientos de solicitud de asilo o sus solicitudes no se tramitan de forma que se 
tenga en cuenta su edad y sexo”. Comite  de los Derechos del Nin o, Observación General No. 6 Trato de los niños, 
niñas y adolescentes no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, CRC/GC/2005/6, 
septiembre de 2005. Pá rráfo 3.  
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A su vez, se debe entender como un derecho que el intere s superior de los NNA seá uná 

considerácio n que prime ál sopesár distintos intereses párá decidir sobre uná cuestio n que les 

áfectá,70 como por ejemplo, lá gárántí á de ácceso efectivo ál derecho de ásilo párá áquellos que 

huyen de lá violenciá y llegán de formá irregulár á los páí ses de ácogidá. Así  pues, se trátá de lá 

proteccio n y gárántí á de un derecho que conllevá obligáciones párá los Estádos á lá horá de ádoptár 

lás medidás necesáriás párá dár efectividád á todos los derechos reconocidos por lá Convencio n 

sobre los Derechos del Nin o, de ácuerdo á lo que recoge su ártí culo 4.71 Por ello, ápelándo ál 

principio pro homine, los Estádos tienen lá obligácio n de ádoptár medidás de proteccio n á fávor de 

los NNA no ácompán ádos que se encuentrán bájo su jurisdiccio n; que por un ládo, deben incorporár 

lá nocio n de los nin os, lás nin ás y los ádolescentes como sujetos de derecho y por otro, revestir lá 

suficiente especiálidád derivádá de lá situácio n de vulnerábilidád en lá que se encuentrán á fin de 

gárántizár el intere s superior de lá nin ez.  

Por lo tánto, el fin protector del derecho de ásilo conllevá támbie n que los Estádos no trásládárá n á 

los Nin os, Nin ás y Adolescentes no ácompán ádos á un páí s en el que háyá motivos rácionáles párá 

pensár que existe un peligro reál de dán o irrepáráble párá ellos, en los te rminos contempládos en 

los ártí culos 6 y 37 de lá Convencio n sobre los Derechos del Nin o. Lás obligáciones que conllevá el 

principio de no devolucio n son áplicábles con independenciá de que lás violáciones de los derechos 

en el Estádo de origen seán imputábles á áctores no estátáles o que dichás violáciones seán 

directámente premeditádás o consecuenciá indirectá de lá áccio n o ináccio n del Estádo.72  

                                                                    
70 Comite  de los Derechos del Nin o, Observácio n generál No.14 (2013) sobre el derecho del nin o á que su 
intere s superior seá uná considerácio n primordiál (ártí culo3, pá rráfo 1), Máyo 29 de 2013, UN Doc. 
CRC/C/GC/14, pá rráfo 6. 
71 Es importánte mencionár que segu n lá informácio n recogidá por lá CIDH, el 47% de los NNA migrántes de 
origen centroámericáno reportán háber experimentádo álgu n tipo de ábuso desde que dejáron su hogár hástá 
que fueron repátriádos. Informe CIDH Derechos Humanos de los migrantes y otras personas en el contexto de 
la movilidad humana en México, diciembre 2013. Pá g. 99.  
72 Comite  de los Derechos del Nin o, Observación General No. 6 Trato de los niños, niñas y adolescentes no 
acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen, CRC/GC/2005/6, septiembre de 2005. 
Pá rráfos 26 y 27.  
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3. CONCLUSIONES 

De ácuerdo á lo ánteriormente expuesto, se pueden extráer álgunás conclusiones que áyuden á 

mejor comprender el álcánce y el fin de derecho de ásilo.  

1. En primer lugár, es fundámentál comprender el concepto y lá definicio n de Refugiádo en el 

contexto áctuál. A lá luz del ártí culo 1 de lá Convencio n sobre el Estátuto de los Refugiádos de 1951, 

refugiádo es áquellá personá que debido á fundádos temores de ser perseguidá por motivos de rázá, 

religio n, nácionálidád, pertenenciá á determinádo grupo sociál u opiniones polí ticás, se encuentrá 

fuerá del páí s de su nácionálidád; o que, cáreciendo de nácionálidád y hállá ndose, fuerá del páí s 

donde tuvierá su residenciá hábituál, no puedá o -á cáusá de dichos temores- no quierá regresár á 

e l.73 Está definicio n se vio refrendádá por el Protocolo sobre el Estátuto de lás Refugiádos de 1967 

en su ártí culo 1, que á su vez, eliminá el lí mite temporál de lá Convencio n de 1951.  

Ambos instrumentos jurí dicos internácionáles estáblecen que los motivos de persecucio n por los 

que uná personá necesitá refugio, se encuentrán en un mismo nivel á lá horá de cálificár párá que 

dichá personá seá determinádá formálmente como refugiádá por un Estádo protector. Este es el 

álcánce de lá Convencio n y su Protocolo, que no otorgán uná proteccio n especiál párá álguná de lás 

cáusáles, sino que fiján un mismo está ndár, con el fin de gárántizár que los Estádos proteján por 

iguál, independientemente de lá cáusál que lo genere. 

Dentro del á mbito interámericáno lá definicio n de refugiádo se ve ámpliádá con lá Declárácio n de 

Cártágená, que vá má s állá  del álcánce estáblecido en los instrumentos jurí dicos internácionáles 

ánteriormente mencionádos, incluyendo otrás situáciones y elementos que devienen cáusáles de lá 

necesidád de proteccio n párá lás personás refugiádás. Así  pues, de ácuerdo á lá Declárácio n de 

Cártágená támbie n se considerá refugiádos á lás personás que hán huido de sus páí ses porque su 

vidá, seguridád o libertád hán sido ámenázádás por lá violenciá generálizádá, lá ágresio n extránjerá, 

los conflictos internos, lá violácio n másivá de los derechos humános u otrás circunstánciás que 

háyán perturbádo grávemente el orden pu blico.74 De tál mánerá que existe un importánte ávánce 

en está Declárácio n, yá que se átiende á lá situácio n o contexto párticulár que se dá en los páí ses de 

origen y lá necesidád de proteccio n que tienen los refugiádos de dichos páí ses. Iguálmente, está 

definicio n de refugiádo implicá lá concurrenciá de dos elementos: que háyá uná ámenázá á lá vidá, 

seguridád o libertád, y que dichá ámenázá seá el resultádo de ál menos uná de lás cinco 

                                                                    
73 Convencio n sobre el Estátuto de los Refugiádos, áprobádá el 28 de julio de 1951, entrádá en vigor el 22 de 

ábril de 1954, ártí culo 1 A 2.  
74 Declárácio n de Cártágená sobre Refugiádos. Cártágená de Indiás, 22 de noviembre de 1984, Conclusio n No. 
3. 
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circunstánciás recogidás en lá Declárácio n de Cártágená.75 Está extensio n del concepto de refugiádo 

concede todáví á un álcánce máyor ál derecho de ásilo y contribuye á reforzár su fin protector. A su 

vez, lá considerácio n de refugiádo de lá Declárácio n de Cártágená ábárcá el contexto que se está  

viviendo en los páí ses del norte de Centroáme ricá.76      

Es importánte retomár el criterio de lá mismá Corte-IDH ál considerár que “las obligaciones 

derivadas del derecho a buscar y recibir asilo resultan operativas respecto de aquellas personas que 

reúnan los componentes de la definición ampliada de la Declaración de Cartagena, la cual responde 

no sólo a las dinámicas de desplazamiento forzado que la originaron, sino que también satisface los 

desafíos de protección que derivan de otros patrones de desplazamiento que suceden en la actualidad. 

Este criterio refleja una tendencia a consolidar en la región una definición más incluyente que debe 

ser tomada en cuenta por los Estados a fin de otorgar la protección como refugiado a personas cuya 

necesidad de protección internacional es evidente”.77 

En árás de lográr un máyor álcánce en lá conceptuálizácio n de refugiádo es necesário complementár 

lá interpretácio n de los ánteriores instrumentos del Sistemá Universál y del á mbito interámericáno 

con lás orientáciones que brindá el Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Refugiádos 

en su Manual de Procedimientos y Criterios para Determinar la Condición de Refugiado en Virtud de 

la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados. Si bien, dichás 

orientáciones no constituyen en sí  mismás un instrumento jurí dico internácionál, lás obligáciones 

que ello implicá, si provee á los Estádos protectores o á lá mismá Corte-IDH, de uná interpretácio n 

má s gárántistá á lá horá de áplicár todo el corpus jurí dico relátivo ál refugio.  

En este sentido, es conveniente retomár lá cáusál “pertenencia a determinado grupo social”, que 

supone un concepto jurí dico indeterminádo y podrí á conducir á que un Estádo, ánte el que lá 

personá refugiádá solicitá ásilo, hágá uná interpretácio n restrictivá de lás normás. El Mánuál indicá 

que pertenecer á un determinádo grupo sociál “(…) puede ser la causa fundamental de la persecución 

porque no se confía en la lealtad del grupo a los poderes públicos (…). [Iguálmente] no será suficiente 

                                                                    
75 Conferenciá Internácionál sobre Refugiádos Centroámericános (CIREFCA), Principios y criterios para la 
protección y asistencia a los refugiados, repatriados y desplazados Centroamericanos en América Latina, Cuidád 
de Guátemálá, 29 ál 31 de Máyo de 1989, Pá rráfo 26.  
76 Retomándo lá informácio n de contexto presentádá en el presente documento, lás tásás de homicidio de El 
Sálvádor, Hondurás y en menor medidá Guátemálá, unido ál áccionár de márás y pándillás, grupos del crimen 
orgánizádo y lás polí ticás de máno durá y militárizácio n, conlleván uná situácio n de violenciá generálizádá 
que está  perturbándo grávemente el orden pu blico.     
77 Corte Interámericáná de Derechos Humános, Opinio n Consultivá OC- 21/14 del 19 de ágosto de 2014. 
Derechos y gárántí ás de nin ás y nin os en el contexto de lá migrácio n y/o en necesidád de proteccio n 
internácionál. Pá rr. 79.  
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para justificar la reclamación de la condición de refugiado. Sin embargo, en ciertas circunstancias 

especiales, la mera pertenencia puede ser causa bastante para temer la persecución”.78  

Párá determinár el concepto de refugiádo, y por ende el álcánce del derecho de ásilo, es fundámentál 

ácudir nuevámente á lá doctriná emánádá de lá Convencio n y su Protocolo, ásumidá támbie n por lá 

Comisio n Interámericáná de Derechos Humános:79 “una persona es un refugiado tan pronto como 

reúne los requisitos enunciados en la definición [de lá Convencio n de 1951 y su Protocolo de 1967], 

lo que necesariamente ocurre antes de que se determine formalmente su condición de refugiado. Así 

pues, el reconocimiento de la condición de refugiado de una persona no tiene carácter constitutivo, 

sino declarativo. No adquiere la condición de refugiado en virtud del reconocimiento, sino que se le 

reconoce tal condición por el hecho de ser refugiado”.80 Dichá doctriná háce uná interpretácio n ámpliá 

y gárántistá. Siempre que uná personá reu ná los elementos párá ser refugiádá, e stá no vá perder tál 

condicio n áunque un Estádo no lá decláre formálmente con el estátus de refugiádo, yá que presentá 

dichos elementos máteriáles por los que cálificá, por lo que podrí á presentárse ánte otro Estádo o 

solicitár otrás medidás de proteccio n internácionál.   

2. Atendiendo ál concepto de refugiádo en los te rminos definidos ánteriormente, el álcánce del 

derecho de ásilo implicá que los Estádos no solámente colocán bájo lá proteccio n de su jurisdiccio n 

á personás á lás que les reconocieron lá condicio n de refugiádo, yá seá en virtud del ártí culo 22.7 de 

lá Convencio n Americáná sobre Derechos Humános o en virtud de lá Convencio n de 1951. Háciendo 

uná interpretácio n básádá en el principio pro homine, el álcánce y fin del derecho de ásilo supone 

que los Estádos está n obligádos á brindár proteccio n bájo su jurisdiccio n á cuálquier personá 

refugiádá que este  en su territorio, háyá presentádo o no, su solicitud de ásilo ánte dicho Estádo, y 

se háyá resuelto lá mismá fávoráblemente o no. De está formá, uná personá refugiádá tiene derecho 

                                                                    
78 Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Refugiádos (ACNUR), Manual de Procedimientos y 
Criterios para Determinar la Condición de Refugiado en Virtud de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 
sobre el Estatuto de los Refugiados, Ginebrá, 1992. Pá rráfos 78 y 79. Estás orientáciones del Mánuál deberí án 
ser tomádás por los Estádos á lá horá áplicár los instrumentos internácionáles y lás legisláciones nácionáles 
de ásilo, teniendo en cuentá que en los páí ses del á reá norte de Centroáme ricá háy un porcentáje de personás 
pertenecientes á lá comunidád LGBTI que son refugiádás por su orientácio n sexuál. De mánerá similár, el 
hecho de ser nin á, nin o o ádolescente conllevá un riesgo en este contexto de violenciá generálizádá. Existe 
uná cántidád consideráble de nin ás, nin os y ádolescentes que huyen de sus lugáres de origen por el temor 
fundádo de lá ámenázá de reclutámiento por márás y pándillás, ásí  como lá violenciá sexuál contrá nin ás y 
ádolescentes por párte de estos grupos o en el mismo entorno fámiliár.          
79 Comisio n Interámericáná de Derechos Humános (CIDH), Derechos humanos de migrantes, refugiados, 
apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados internos: Normas y Estándares del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos. Diciembre 2015. Pá rráfo 131.  
80 Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Refugiádos (ACNUR), Manual de Procedimientos y 
Criterios para Determinar la Condición de Refugiado en Virtud de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 
sobre el Estatuto de los Refugiados, Ginebrá, 1992. Pá rráfo 28. 
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á esá proteccio n ámpliá, de ácuerdo con el ártí culo 22.7 de lá Convencio n y refrendádá por el 

ártí culo 22.8 de lá mismá, que estáblece el principio de NO devolucio n.  

En tál sentido, el álcánce del derecho de ásilo es má s ámplio que lás interpretáciones hechás por 

álgunos Estádos que restringen lá obligácio n de proteccio n y no devolucio n solámente á lás 

personás yá reconocidás con el estátuto de refugiádo.81 Este tipo de interpretáciones menoscábá el 

espí ritu de los convenios internácionáles y lá doctriná del Sistemá Universál –ápeládá támbie n por 

dicho ártí culo 22.7 de lá Convencio n Americáná, que considerán refugiádá á uná personá tán pronto 

como reu ne los requisitos enunciádos en lá definicio n de lá Convencio n de 1951 y su Protocolo de 

1967. Por lo que ello conllevá lá obligácio n de un Estádo de proteger á dichá personá que se 

encuentre bájo su jurisdiccio n, independientemente de su estátus migrátorio, de si há solicitádo 

ásilo o si fue reconocidá por dicho Estádo como refugiádá.   

3. Párá dilucidár el álcánce y fin del derecho de ásilo, se entiende conveniente en está máteriá ácudir 

ál principio de interpretácio n que lá Comisio n Interámericáná de Derechos Humános (CIDH) háce 

párá lá Declárácio n Americáná, tomándo dicho principio párá lá mismá Convencio n Americáná, yá 

que ámbás recogen y conságrán el derecho de ásilo de formá similár y en te rminos muy generáles. 

Así  pues, lá CIDH, como o rgáno competente párá conocer de los ásuntos relácionádos con el 

cumplimiento de los compromisos contráí dos por los Estádos pártes de lá Convencio n Americáná y 

como mecánismo regionál de proteccio n de los derechos humános, entiende que “la Declaración 

Americana contiene estándares en evolución, que deben ser interpretados a la luz de la evolución en el 

campo del derecho internacional en materia de derechos humanos desde que la Declaración fue 

redactada y con debida consideración de las demás normas pertinentes del derecho internacional 

aplicable a los Estados miembros. Por ello, la CIDH interpreta y aplica las disposiciones pertinentes de 

la Declaración Americana a la luz de la evolución actual en el campo del derecho internacional en 

materia de derechos humanos, conforme lo ilustren los tratados, la costumbre y otras fuentes 

pertinentes del derecho internacional, incluida la Convención Americana”.82  

De ácuerdo con este principio hermene utico de lá CIDH, lo má s ádecuádo párá estáblecer el álcánce 

y fin del derecho de ásilo se debe tomár en cuento los instrumentos del sistemá interámericáno, 

complementá ndolos con los instrumentos jurí dicos internácionáles del derecho de refugiádos, del 

derecho internácionál de los derechos humános y del derecho internácionál. Este ejercicio de ver el 

                                                                    
81 El álcánce del derecho de ásilo previsto en el ártí culo 22.7 de lá Convencio n Americáná sobre Derechos 
Humános vá má s állá  de lá interpretácio n plánteádá por ejemplo, por el Estádo del Ecuádor en su Solicitud de 
Opinio n Consultivá de ágosto de 2016, inciso II Derecho Implicádo en lá Consultá, A. Pá giná 3.  
82 Comisio n Interámericáná de Derechos Humános (CIDH), Derechos humanos de migrantes, refugiados, 
apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados internos: Normas y Estándares del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos. Diciembre 2015. Pá rráfo, 88.  
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derecho de ásilo á tráve s de uná o pticá jurí dicá má s ámpliá del derecho internácionál permitirá  

tener uná ideá má s exáctá y ácábádá de lo que implicá dicho derecho y su finálidád.  

Atendiendo á lo ánterior, es necesário ácudir primerámente á lá Convencio n sobre el Estátuto de los 

Refugiádos de 1951 y su Protocolo de 1967, como instrumentos mundiáles que estáblecen los 

principios bá sicos sobre los cuáles se ásientá lá proteccio n internácionál á los refugiádos, teniendo 

un significádo legál, polí tico y e tico que trásciende sus te rminos especí ficos.83 En este sentido, 

ámbos instrumentos otorgán un álcánce iguál párá lás personás refugiádás por los cinco motivos de 

persecucio n no háciendo distincio n entre lás distintás cáusáles y ponie ndolás en un mismo nivel.84  

A diferenciá del Sistemá Universál, lá llámádá tradición latinoamericana de asilo estáblece uná 

concepcio n de este derecho que distingue entre lá institucio n del ásilo polí tico, motivádo 

estrictámente por persecucio n polí ticá, y el refugio, que responde á los motivos recogidos en lá 

Convencio n de 1951. Está concepcio n se recoge en legisláciones nácionáles de álgunos de los 

Estádos que conformán el sistemá interámericáno y creán uná figurá especiál de ásilo polí tico.85 Si 

bien lo ánterior coádyuvá el reforzámiento del derecho de ásilo y dá un álcánce máyor ál mismo en 

lá proteccio n debidá á lá persecucio n por motivos polí ticos, lá diferenciácio n puede támbie n 

conducir á que se generen dos niveles de proteccio n, átendiendo á los motivos de persecucio n por 

los que uná personá huye o tiene fundádos temores.86    

El enunciádo del ártí culo 22.7 de lá Convencio n Americáná ábre lá puertá á lo ánterior ál disponer 

que “[t]oda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 

persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de 

cada Estado y los convenios internacionales”.87 Se desprende de este ártí culo uná relevánciá de lá 

                                                                    
83 Tu rk, V. y Nicholson F., Protección de los refugiados en el derecho internacional: una perspectiva general en 
E. Feller, V. Tu rk y F. Nicholson (editores) Protección de los refugiados en el derecho internacional: Consultas 
globales de ACNUR sobre protección internacional, Cámbridge University Press, Cámbridge, 2001, pá g. 6.  
84 Por motivos de rázá,  religio n,  nácionálidád,  pertenenciá  á  determinádo  grupo  sociál  u  opiniones  
polí ticás. Artí culo 1 A 2 de lá Convencio n de 1951.  
85 Por ejemplo en el cáso de Me xico en Ley sobre sobre Refugiádos y Proteccio n Complementáriá y Asilo 
Polí tico; y en el cáso de Ecuádor en lá Ley de Movilidád Humáná; entre otros cásos.  
86 Este hecho se puede ver en álgunás legisláciones, que estáblecen procedimientos diferenciádos párá el 
llámádo ásilo polí tico y el refugio y su declárácio n pásá por instánciás distintás dentro del mismo Estádo. Por 
ejemplo, en el cáso de Me xico segu n el ártí culo 68 de lá Ley sobre Refugiádos (…) el ásilo polí tico lo otorgá lá 
Secretárí á de Reláciones Exteriores á diferenciá de lá condicio n de refugiádo, que es concedidá por lá 
Secretárí á de Gobernácio n á tráve s de lá Comisio n Mexicáná de Ayudá ál Refugiádo, segu n el ártí culo 12. En 
el cáso de Ecuádor, lá Ley de Movilidád Humáná estáblece en el ártí culo 95 que el ásilo es concedido por lá 
má ximá áutoridád de reláciones exteriores, mientrás que lá condicio n de refugiádo, segu n el ártí culo 99,  es 
reconocidá por lá áutoridád migrátoriá, llámádá de movilidád humáná.  
87 Convencio n Americáná de sobre Derechos Humános suscritá en lá Conferenciá Especiálizádá 
Interámericáná sobre Derechos Humános (B-32), Sán Jose , Costá Ricá  7 ál 22 de noviembre de 1969. 
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persecucio n por motivos polí ticos párá ácceder ál derecho de ásilo, lo cuál se há plásmádo en 

álgunás legisláciones nácionáles en máteriá de ásilo y refugio. Ello conllevá un riesgo de 

frágmentácio n del derecho de ásilo, ásí  como un riesgo de segmentácio n, lo que puede menoscábár 

el álcánce del mismo, yá que podrí á llevár á uná proteccio n má s expeditá y cuálificádá párá personás 

que son perseguidás por motivos polí ticos que párá personás que son perseguidás por el resto de 

lás cáusáles que estáblecen lás convenciones internácionáles.  

Lo ánterior entrá en relácio n directá con el contexto de los flujos migrátorios mixtos que se dán en 

lá áctuálidád en el corredor centroámericáno y mexicáno, que plánteá grándes desáfí os párá que los 

Estádos puedán identificár á lás personás en necesidád de ácceso ál derecho de ásilo y proteccio n 

internácionál.88 Por lo que está situácio n podrí á derivár en uná fáltá de ácceso efectivo ál derecho 

de ásilo párá áquellás personás que no lo solicitán por motivos o persecuciones polí ticás, sino por 

otro tipo de fundádos temores, debido á lá situácio n que se está  dándo en los páí ses del norte de 

Centroáme ricá.  

4. En relácio n directá con lá ánterior conclusio n, se puede áfirmár que lás áctuáles polí ticás de 

contencio n del flujo migrátorio mixto restringen y limitán el derecho de ásilo en relácio n á lás 

gárántí ás mí nimás del debido proceso. Uno de los ejemplos má s evidentes de ello, es lá áplicácio n 

de medidás de detencio n párá personás que se encuentren en situácio n migrátoriá irregulár. En este 

sentido, lá mismá Corte-IDH há mánifestádo en su jurisprudenciá que “la detención de personas por 

incumplimiento de las leyes migratorias nunca debe ser con fines punitivos y que serán arbitrarias las 

políticas migratorias cuyo eje central es la detención obligatoria de los migrantes irregulares, sin que 

las autoridades competentes verifiquen en cada caso en particular, y mediante una evaluación 

individualizada, la posibilidad de utilizar medidas menos restrictivas que sean efectivas para alcanzar 

aquellos fines”.89 

Unido á lo ánterior, son lás mismás áutoridádes migrátoriás lás que hácen lá recepcio n y eváluácio n 

de lás personás refugiádás en lás fronterás, reálizándo incluso precálificáciones de lás personás 

refugiádás. Normálmente, son lás áutoridádes migrátoriás lás que tienen el primer contácto con lás 

personás refugiádás, ántes que funcionários de lás instituciones y mecánismos de ásilo. El problemá 

es que lás áutoridádes migrátoriás áplicán uná polí ticá básádá en un enfoque de seguridád, 

contencio n, detencio n y deportácio n de lás personás que formán párte de los flujos migrátorios 

mixtos y se encuentrán en situácio n migrátoriá irregulár. Aunádo á ello, los funcionários cárecen de 

                                                                    
88 Está circunstánciá lá recoge lá Comisio n Interámericáná de Derechos Humános (CIDH) en Derechos 
humanos de migrantes, refugiados, apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados internos: Normas y 
Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Diciembre 2015. Pá rr. 44.  
89 Corte Interámericáná de Derechos Humános, Cáso fámiliá Pácheco Tineo vs Estádo Plurinácionál de Boliviá, 
Sentenciá 25 de noviembre de 2013. Resumen oficiál emitido por lá Corte Interámericáná de Derechos 
Humános, II B pá g. 4.    
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informácio n, de formácio n y sensibilizácio n ádecuádá sobre el derecho de ásilo, siendo su e nfásis el 

control fronterizo y lá luchá contrá el crimen orgánizádo, lo que les llevá á generálizár á lás personás 

migrántes, refugiádás y desplázádás, con personás que vienen huyendo de sus páí ses porque hán 

cometido álgu n delito, culpábilizá ndoles de su propiá fugá párá sálvár lá vidá. En muchás ocásiones, 

los ágentes de migrácio n reálizán de fácto pre-descálificáciones á lás personás refugiádás, lo que 

llevá á que e stás no puedán ácceder ál mecánismo y á los procedimientos de ásilo. Todo ello, conllevá 

que lás áutoridádes migrátoriás trásgreden el derecho de ásilo y distorsionán el ácceso ál mismo.   

5. En lineámiento con lo plánteádo en lá tercerá conclusio n, párá hácer uná interpretácio n del 

ártí culo 22.7 de lá Convencio n Americáná que permitá conocer plenámente el álcánce y fin del 

derecho de ásilo, es necesário tráscender á lás mismás convenciones internácionáles del derecho de 

refugiádos y ábárcár otros instrumentos internácionáles del derecho internácionál de los derechos 

humános, lo cuál otorgá un cárá cter universál y holí stico á lá concepcio n de este derecho.  

De está formá, háy que invocár primerámente lá Declárácio n Universál de los Derechos Humános 

que en su ártí culo 2 reconoce todos los derechos conságrádos en lá mismá á todá personá. A su vez, 

el ártí culo 7 estáblece el principio de iguáldád párá que todás lás personás seán protegidás ánte lá 

ley y ánte todo tipo de discriminácio n. El mismo ártí culo 14 reconoce el derecho de ásilo párá todá 

personá en cáso de persecucio n, sin estáblecer ni distinguir motivos. El ártí culo 28 confiere á todá 

personá el derecho á un orden sociál e internácionál que posibilite lá eficáciá de los derechos 

reconocidos en lá Declárácio n, es decir lá existenciá de mecánismos de proteccio n que gáránticen el 

cumplimiento de los derechos. Por u ltimo, el ártí culo 30 de lá Declárácio n Universál estáblece que 

ningu n Estádo, personá o grupos, pueden emprender ácciones tendientes á lá supresio n de 

cuálquierá de los derechos y libertádes proclámádos en lá Declárácio n. Esto u ltimo se complementá 

con lá Convencio n de Viená sobre el derecho de los trátádos que estáblece que todo trátádo en 

vigenciá es obligátorio párá los Estádos pártes y debe ser cumplido de buená fe, por lo que un Estádo 

párte no puede invocár su legislácio n interná como justificácio n párá no cumplir con lás 

obligáciones del trátádo.90 Ello támbie n confiere un blindáje á lás convenciones internácionáles 

sobre refugio y derecho de ásilo en el á mbito del Derecho Internácionál.  

                                                                    
90 Conferenciá Internácionál sobre Refugiádos Centroámericános (CIREFCA), Principios y criterios para la 
protección y asistencia a los refugiados, repatriados y desplazados Centroamericanos en América Latina, Cuidád 
de Guátemálá, 29 ál 31 de Máyo de 1989, Pá rráfo 22. Lá exposicio n de lá CIREFCA párá este mismo pá rráfo 
continu á diciendo que “[á]demás, se reconoce como principio general en América Latina que las normas de 
Derecho Internacional, entre ellas las del Derecho de los Refugiados, que están contenidas en tratados universales 
y regionales, forman parte directamente del sistema jurídico nacional y son un componente del derecho interno. 
Este principio está expresamente consagrado en la gran mayoría de las constituciones de los Estados más 
directamente afectados por el problema de los refugiados centroamericanos”. Si bien está exposicio n se dio en 
el contexto de los conflictos ármádos en Centroáme ricá, se podrí á hácer uná extrápolácio n párá el áctuál 
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Existen otros instrumentos jurí dicos internácionáles que complementárí án lá interpretácio n del 

ártí culo 22.7 y que dán ál derecho de ásilo un álcánce má s ámplio, ál reconocer de mánerá tá citá los 

derechos fundámentáles de lás personás refugiádás, debido á lá situácio n de especiál vulnerábilidád 

que presentán. Ello elevá el fin protector del derecho de ásilo y lás obligáciones de los Estádos párá 

con los refugiádos en el márco del mismo. Uno de estos instrumentos es el Pácto Internácionál de 

Derechos Civiles y Polí ticos, en lá medidá que uná personá es refugiádá (sin háber sido oficiálmente 

declárádá como tál), solicitánte de ásilo o yá reconocidá por un Estádo como refugiádá, encuentrá 

protegidos sus derechos fundámentáles por el Pácto Internácionál de ácuerdo á sus numeráles 2, 

5.2 y 26.91  

En cuánto á los instrumentos del sistemá interámericáno que complementán el concepto del 

derecho de ásilo recogido en el ártí culo 22.7 de lá Convencio n Americáná, es necesário ácudir á lá 

mismá, en sus ártí culos 1 y 24 que estáblecen un principio de iguáldád y no discriminácio n por párte 

de los Estádos en el respeto de los derechos párá todá personá sujetá á su jurisdiccio n. Iguálmente, 

los ártí culos 29 y 30 gárántizán lá no supresio n, limitácio n y restriccio n de los derechos conságrádos 

en lá Convencio n. En este sentido, tánto lá Declárácio n Americáná de los Derechos y Deberes del 

Hombre en su ártí culo 2 y el Protocolo Adicionál á lá Convencio n Americáná sobre Derechos 

Humános en máteriá de Derechos Econo micos, Sociáles y Culturáles en sus ártí culos 3, 4 y 5 se 

reáfirmán en los mismos principios de no discriminácio n, iguáldád y lás gárántí ás de no restriccio n 

de los derechos.  

6. Por otro ládo, se puede concluir que lá áccio n de un Estádo támpoco puede restringir lá libertád 

de circulácio n que conságrá lá Convencio n de 1951 en su ártí culo 26, ásí  como otros instrumentos 

del derecho internácionál de los derechos humános, como el ártí culo 13 de lá Declárácio n Universál 

de los Derechos humános, o el ártí culo 12 del Pácto Internácionál de Derechos Civiles y Polí ticos.92 

Dependiendo de co mo uná personá refugiádá há áccedido ál ásilo, pueden presentárse álgunás 

circunstánciás o supuestos que pondrí án en riesgo lá libertád de circulácio n. A lá luz de lá doctriná 

emánádá del Sistemá Universál por el Alto Comisionádo de lás Náciones párá los Refugiádos, existe 

uná dimensio n territoriál áu n máyor de lá NO devolucio n, yá que uná personá estárá  dentro de lá 

                                                                    
contexto de violenciá que viven los páí ses del á reá norte de Centroáme ricá, especiálmente El Sálvádor y 
Hondurás.  
91 El álcánce del derecho de ásilo implicá que lá proteccio n de sus derechos fundámentáles y del principio de 
no devolucio n se extiende á lás personás que áu n no hán sido reconocidás con el estátuto de refugiádo, porque 
uná personá es un refugiádo tán pronto como reu ne los requisitos enunciádos en lá definicio n de lá 
Convencio n de 1951 y su Protocolo, lo que necesáriámente ocurre ántes de que se determine formálmente su 
condicio n de refugiádo. 
92 Existen otros instrumentos jurí dicos internácionáles que recogen y conságrán lá libertád de circulácio n, 
táles como lá Convencio n sobre el Estátuto de los Apá tridás, en su ártí culo 26, o lá Convencio n Internácionál 
sobre lá Eliminácio n de todás lás Formás de Discriminácio n Ráciál, en su ártí culo 5.  



MISION INTERNACIONAL DE VERIFICACION 

Pá giná 39 

jurisdiccio n de un Estádo en áquellás circunstánciás en que está  sometido ál control efectivo de ese 

Estádo, o se veá áfectádo por quienes áctu án en nombre de ese Estádo, dondequierá que ello ocurrá. 

El principio de NO devolucio n, por consiguiente, tendrá  áplicácio n en todá circunstánciá en lá cuál 

el ácto en cuestio n seá átribuible ál Estádo, sin importár si ello ocurre dentro del territorio del 

Estádo o en otro sitio, como por ejemplo uná misio n diplomá ticá. En tál sentido, el criterio decisivo 

no es si uná personá refugiádá se encuentrá en el territorio del Estádo, sino má s bien, si se encuentrá 

bájo el efectivo control y áutoridád de ese Estádo.93 

7. En relácio n ál fin protector del derecho de ásilo á tráve s del principio de no devolucio n, se puede 

concluir que á lá luz del derecho interámericáno, los Estádos no deben hácer uná lecturá áisládá y 

exclusivá del ártí culo 22.7 de lá Convencio n Americáná sobre Derechos Humános. Lá interpretácio n 

del derecho de ásilo en todá su dimensio n, debe ásumir támbie n lá lecturá del ártí culo 22.8, que 

reconoce el principio de no devolucio n, de lo contrário lá institucio n del ásilo no lográrí á álcánzár 

plenámente su fin protector párá con lás personás refugiádás, yá que dejárí á de ládo ál principio de 

no devolucio n, el cuál es gárántí á de lá proteccio n humánitáriá y sálváguárdá los derechos 

fundámentáles de los refugiádos, y es de obligádo cumplimiento párá todos los Estádos. 

En lineámiento con lo ánterior, se puede hácer mencio n á lá mismá jurisprudenciá de lá Corte IDH 

ál interpretár que “en el sistema interamericano se ha llegado a reconocer el derecho de cualquier 

persona extranjera, y no solamente a los asilados o refugiados, a la no devolución indebida cuando su 

vida, integridad y/o libertad (e incluso formas del derecho al debido proceso) estén en riesgo de 

violación, sin importar su estatuto legal o condición migratoria en el país en que se encuentra. En 

consecuencia, cuando un extranjero alegue ante un Estado un riesgo en caso de devolución, las 

autoridades competentes de ese Estado deberán, al menos, entrevistar a la persona y realizar una 

evaluación previa o preliminar, a efectos de determinar si existe o no ese riesgo en caso de expulsión, 

lo cual implica respetar las garantías mínimas referidas”.94 

El principio de NO devolucio n cobrá grán relevánciá ánte lá situácio n áctuál que está n viviendo lás 

personás refugiádás de los páí ses del á reá norte de Centroáme ricá en el flujo migrátorio mixto en 

su trá nsito háciá Me xico y los Estádos Unidos, en lás propiás fronterás de ámbos páí ses y en los 

centros de detencio n de migrántes, yá que se está  devolviendo á sus lugáres de origen á personás 

que huyen de lá violenciá y que cálificán como refugiádos.  

                                                                    
93 Alto Comisionádo de lás Náciones Unidás párá los Refugiádos (ACNUR), Opinión Consultiva sobre la 
aplicación extraterritorial de las obligaciones de no devolución en virtud de la Convención sobre el Estatuto de 
los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, pá rráfo 43. Consultá reálizádá 21 febrero 2017 

Ver: http://www.ácnur.org/t3/fileádmin/Documentos/BDL/2009/7123.pdf?view=1  
94 Corte Interámericáná de Derechos Humános, Cáso fámiliá Pácheco Tineo vs Estádo Plurinácionál de Boliviá, 
Sentenciá 25 de noviembre de 2013. Resumen oficiál emitido por lá Corte Interámericáná de Derechos 
Humános, II B pá g. 4.    
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En está lí neá se pronuncio  el Relátor Especiál de Náciones Unidás sobre sobre lá torturá y otros 

trátos o penás crueles, inhumános o degrádántes quien destácá que lás personás migrántes, los 

solicitántes de ásilo y refugiádás de todo el mundo son ví ctimás de gráves violáciones de derechos 

humános duránte el proceso migrátorio, “[siendo] frecuentes la violencia física, las amenazas y los 

secuestros por parte de los contrabandistas y traficantes de personas y de grupos delictivos 

organizados. Las mujeres y las niñas son particularmente vulnerables a la violencia sexual, la 

explotación y la esclavitud en las rutas migratorias. Ese tipo de abusos puede constituir tortura y malos 

tratos, y la incapacidad de los Estados para cribar debidamente a los migrantes y refugiados, detectar 

a las víctimas de tortura y ofrecerles la asistencia y el apoyo debido puede suponer un nuevo trauma 

para las víctimas y ahondar los malos tratos. (…). [A]l ser interceptados o rescatados, los migrantes y 

los refugiados suelen se criminalizados y detenidos en condiciones precarias y de hacinamiento 

equivalentes a tortura o malos tratos (…). Las personas migrantes lesbianas, gais, bisexuales y 

transgénero son también vulnerables a los malos tratos en razón de su orientación sexual y su 

identidad de género.”95 

De ácuerdo á ello, se háce necesário retomár lá propiá jurisprudenciá de lá Corte-IDH que interpretá 

que lá proteccio n que otorgá el ártí culo 22.8 de lá Convencio n Americáná se complementá con lás 

gárántí ás judiciáles del ártí culo 8.2, ál estimár que “en ciertos casos en que las autoridades 

migratorias toman decisiones que afectan derechos fundamentales, como la libertad personal, en 

procedimientos tales como los que puedan desembocar en la expulsión o deportación de extranjeros, 

el Estado no puede dictar actos administrativos o judiciales sancionatorios sin respetar determinadas 

garantías mínimas (…)”. Iguálmente, lá Corte IDH interpretá que dichás gárántí ás mí nimás implicán 

que “un procedimiento que pueda resultar en la expulsión o deportación de un extranjero debe tener 

carácter individual, de modo a evaluar las circunstancias personales de cada sujeto, no debe 

discriminar en razón de nacionalidad, color, raza, sexo, lengua, religión, opinión política, origen social 

u otro estatus (…)”.96  

                                                                    
95 Informe del Relátor Especiál sobre lá torturá y otros trátos o penás crueles, inhumános o degrádántes 
(2016) A/HRC/31/57. Enero 2016,  pá rráfos 31, 32. 

Consultá reálizádá 21 de febrero 2016.  

Ver: http://www.ácnur.org/t3/fileádmin/Documentos/BDL/2016/10361.pdf  
96 Corte Interámericáná de Derechos Humános, Cáso fámiliá Pácheco Tineo vs Estádo Plurinácionál de Boliviá, 
Sentenciá 25 de noviembre de 2013. Resumen oficiál emitido por lá Corte Interámericáná de Derechos 
Humános, II B pá g. 4  
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4. PETITORIO 

Quienes integrámos lá Misio n Internácionál de Verificácio n y Consejerí á Cámex Oxlájuj Ix, 

recurrimos mediánte este documento Amicus Curiáe ánte los Honorábles Jueces de lá Corte 

Interámericáná de Derechos Humános párá respetuosámente solicitárles:   

1. Que lá Corte-IDH á lá horá de resolver cásos y emitir jurisprudenciá en máteriá de ásilo tome en 

cuentá lá doctriná emánádá del derecho de refugiádos hechá suyá por lá Comisio n Interámericáná 

de Derechos Humános, que considerá que uná personá que reu ná los elementos párá ser 

considerádá refugiádá no vá perder tál condicio n áunque un Estádo no lá decláre formálmente con 

el estátus de refugiádo, por lo que dichá personá podrí á solicitár otrá medidá de proteccio n 

internácionál o presentárse ánte otro Estádo o solicitár el reconocimiento de esá condicio n.   

2. Que en lá resolucio n de los cásos y en lá emisio n de jurisprudenciá en máteriá de ásilo, lá Corte-

IDH reitere á los Estádos que deben respetár y gárántizár el principio de NO devolucio n (non 

refoulement) conságrádo en el ártí culo 33.1 de lá Convencio n de 1951 y en el ártí culo 22.8 de lá 

Convencio n Americáná sobre Derechos Humános. Ello implicá que los Estádos NO pueden llevár á 

cábo procedimientos ádministrátivos de deportácio n expeditá que no permiten un ácceso efectivo 

ál derecho de ásilo párá refugiádos y personás que por lás circunstánciás que invoquen cálificán 

párá álgu n tipo de proteccio n internácionál.  

3. Que lá Corte-IDH á lá horá de resolver cásos y emitir jurisprudenciá en máteriá de ásilo, recuerde 

á los Estádos que deben hácer uná interpretácio n comprensivá, integrál y ámpliá del derecho de 

ásilo, que váyá má s állá  de lá dicotomí á entre ásilo polí tico y refugio, superándo está distincio n. Está 

interpretácio n debe responder á lás necesidádes de proteccio n internácionál que implicán 

situáciones como lás que se viven en los páí ses del Triá ngulo Norte de Centroáme ricá, párá que los 

Estádos respeten sus obligáciones internácionáles de gárántizár el ácceso ál derecho de ásilo párá 

lás personás refugiádás, de ácuerdo con los instrumentos internácionáles del derecho de refugiádos 

y del derecho internácionál de los derechos humános, mencionádos ánteriormente.  

4. Que lá Corte Interámericáná de Derechos Humános, á lá horá resolver cásos en los que este  

implicádo el derecho de ásilo y emitá jurisprudenciá sobre está máteriá, hágá uná interpretácio n 

gárántistá del derecho de ásilo recogido en el ártí culo 22.7 de lá Convencio n Americáná sobre 

Derechos Humános, básá ndose en uná interpretácio n ámpliá e integrál de los instrumentos 

jurí dicos internácionáles del derecho de refugiádos y del derecho internácionál de los derechos 

humános, mencionádos ánteriormente.    

5. Que lá Corte IDH en lá resolucio n de los cásos y lá emisio n de jurisprudenciá en máteriá de ásilo, 

mánifieste lá obligácio n de los Estádos de cumplir y respetár los ártí culos 1 y 2 de lá Convencio n 

Americáná sobre Derechos Humános, que conságrán lá gárántí á del libre y pleno ejercicio de los 
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derechos recogidos en lá mismá y su proteccio n, entre ellos el derecho de ásilo. Los ártí culos 1 y 2 

deben ser cumplidos por los Estádos que tienen el deber de informár ádecuádámente á lás personás 

refugiádás de su derecho á solicitár ásilo, yá que estás no tienen por que  conocer los mecánismos, 

leyes y procedimientos, párá que puedán ácceder ál derecho de ásilo.      

6. Que en lá resolucio n de los cásos y lá emisio n de jurisprudenciá en máteriá de ásilo, lá Corte IDH 

mánifieste que los Estádos, en árás de gárántizár el derecho de ásilo en su pleno álcánce y segu n su 

fin protector, deben recibir, identificár y cálificár á lás personás refugiádás por áutoridádes de 

refugio, brindá ndoles un trátámiento bájo un enfoque de derechos humános y evitándo que seá lá 

áutoridád migrátoriá lá que hágá lá recepcio n, yá que dichás áutoridádes migrátoriás tienen 

funciones de control fronterizo y seguridád nácionál, no gárántizándo el ácceso ál derecho de ásilo.  

7. Que lá Corte IDH, á lá horá resolver cásos en los que este  implicádo el derecho de ásilo y emitir 

jurisprudenciá sobre está máteriá, decláre que los Estádos deben hácer efectivo el principio pro 

homine párá lás personás refugiádás, teniendo lá obligácio n de áplicár y hácer efectivos los 

instrumentos jurí dicos internácionáles por encimá de lás leyes nácionáles que puedán restringir y 

limitár el derecho de ásilo.  

8. Que lá Corte-IDH á lá horá de resolver cásos y emitir jurisprudenciá en máteriá de ásilo, 

mánifieste á los Estádos que en proteccio n á los derechos humános no se deben estáblecer cuotás 

de refugiádos como uná medidá que ádministrá el derecho de ásilo, lá cuál se convierte en uná 

medidá restrictivás de sus obligáciones de gárántizár el derecho á lá proteccio n internácionál.     

Con el presente documento Amicus Curiáe deseámos contribuir con lá importánte lábor 

jurisprudenciál que lá Corte Interámericáná de Derechos Humános reálizá en nuestro continente y 

á nivel internácionál, en funcio n de lográr uná máyor proteccio n de los derechos humános párá lás 

personás que por diversás rázones se desplázán en lá rutá migrátoriá mesoámericáná, necesitán de 

lá proteccio n internácionál de los Estádos, son refugiádos y solicitántes de ásilo.   

Guátemálá, 03 de máyo del 2017 

 

 

Párá recibir comunicáciones de lá Corte-IDH que se puedán derivár de nuestrá opinio n escritá 

ágrádecemos dirigirse á: Máyrá Alárco n Albá, Directorá Ejecutivá, Consejerí á Cámex Oxlájuj Ix, 

   

  




